
Cali, mayo de 2025 

Señor(a): 

JUECES ADMINISTRATIVOS DEL CIRCUITO DE Bogotá (REPARTO) 

E.    S.    D. 

Referencia: MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO LABORAL CONTRA LA RESOLUCIÓN No EJR24-298 DE 21 DE 

JUNIO DE 2024 “POR MEDIO DE LA CUAL SE PUBLICAN LOS RESULTADOS 

DE LA SUBFASE GENERAL DEL IX CURSO DE FORMACIÓN JUDICIAL INICIAL” 

Y SU ANEXO CORREGIDA POR LA RESOLUCIÓN EJR24 - 317 DEL 28 DE JUNIO 

DE 2024 Y SU ANEXO Y LA Resolución ERJ24-829 de 1 de noviembre de 2024 

CON SOLICITUD DE MEDIDA PROVISIONAL. 

Demandante: 

• VIVIANA GUTIERREZ RODRÍGUEZ, con cédula de

ciudadanía 4993962, domiciliado en Bogotá correo electrónico:

gutierrezrodriguezvivi@gmail.com  y dirección física: Cra 1 #77-

05 apto 404 Bogotá. 

Demandados: 

• NACIÓN-RAMA JUDICIAL – CONSEJO SUPERIOR DE LA

JUDICATURA - ESCUELA JUDICIAL RODRIGO LARA

BONILLA, representada legalmente por la directora ejecutiva

de Administración Judicial, doctora NASLLY RAQUEL RAMOS

CAMACHO o por quien haga sus veces identificada con cédula

51.750.926 de Bogotá, correo de notificaciones

desajbtanotif@cendoj.ramajudicial.gov.co

• UNIÓN TEMPORAL FORMACIÓN JUDICIAL 2019 constituida

mediante documento del 4 de diciembre de 2019 con

representante principal OSCAR HERNAN RAMIREZ

identificado con la cédula de ciudanía No 7.214.337 de

Duitama, correo de notificaciones

presidencia@edistribution.co, conforme al documento de

constitución. (INTEGRADA POR: UNIVERSIDAD 

PEDAGÓGICA Y TECNOLÓGICA DE COLOMBIA Y 

EDISTRIBUTION SAS). 

• UNIVERSIDAD PEDAGÓGICA Y TECNOLÓGICA DE

COLOMBIA identificada con el Nit 891.800.330-1 y

representada por ENRIQUE VERA LOPEZ quien se identifica

con la cédula 91242183 en su calidad de rector, dirección de

notificaciones rectoria@uptc.edu.co y/o

notificaciones.judiciales@uptc.edu.co  , conforme al certificado

mailto:gutierrezrodriguezvivi@gmail.com
mailto:presidencia@edistribution.co
mailto:rectoria@uptc.edu.co
mailto:notificaciones.judiciales@uptc.edu.co


 

 

de existencia y representación del Ministerio de Educación 

Nacional. 

 

• EDISTRIBUTION SAS, identificada con NIT 900.182.260-3 

representada por LAURA VICTORIA ZABALA JARAMILLO 

identificada con cédula No 42981397 y correo de notificación 

presidencia@edistribution.co  , conforme al certificado de 

existencia y representación legal. 

 

Juan Sebastian Acevedo Vargas, abogado titulado identificado con la cédula de 

ciudadanía No 14.836.418 y la T.P. No 149.099 del Consejo Superior de la 

Judicatura, actuando en calidad de apoderado de VIVIANA GUTIERREZ 

RODRÍGUEZ mayor de edad, con la cédula de ciudadanía número 4993962 quien 

tiene domicilio y residencia en la ciudad de Bogotá, respetuosamente me dirijo a 

usted para interponer medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral, con el fin de obtener la nulidad parcial de: 1.- La 

RESOLUCIÓN No EJR24-298 DE 21 DE JUNIO DE 2024 “POR MEDIO DE LA 

CUAL SE PUBLICAN LOS RESULTADOS DE LA SUBFASE GENERAL DEL IX 

CURSO DE FORMACIÓN JUDICIAL INICIAL” Y SU ANEXO, en lo que corresponde 

a VIVIANA GUTIERREZ RODRÍGUEZ y  2.- LA RESOLUCIÓN EJR24 - 317 DEL 

28 DE JUNIO DE 2024 Y SU ANEXO, en lo que corresponde a VIVIANA 

GUTIERREZ RODRÍGUEZ. Igualmente, la nulidad de la Resolución ERJ24-829 de 

1 de noviembre de 2024  a través de la cual se resolvió un recurso de reposición, 

la cual fue notificada el 8 de noviembre de 2024. Como restablecimiento del derecho 

solicito se ordene la recalificación de la prueba de mí cliente de la subfase general 

del IX Curso de Formación Judicial ajustándola al verdadero puntaje obtenido por el 

discente y se le permita continuar adelantando la subfase especializada del curso 

de formación judicial (IX curso de formación judicial). Adicional a lo anterior, se 

deberán efectuar todas las declaraciones relacionadas en el acápite de 

pretensiones. 

 

1.HECHOS 

 

1.- El Consejo Superior de la Judicatura, mediante el Acuerdo PCSJA18-11077 del 

16 de agosto de 2018, adelantó la Convocatoria 027, referida al proceso de 

selección; y convocó al concurso de méritos para la provisión de los cargos de 

funcionarios vacantes de la Rama Judicial.  

  

2.- El Acuerdo PCSJA18-11077 del 16 de agosto de 2018 dispuso que el proceso 

constaría de cinco etapas: 1. selección; 2. conformación del Registro Nacional de 

Elegibles; 3. elaboración de la lista de candidatos, 4. nombramiento y 5 

confirmación. 

  

3.- La primera etapa, de selección, a su vez, tendría las siguientes tres fases: I. 

Prueba de aptitudes y conocimientos; II. Verificación de requisitos mínimos y III. 

mailto:presidencia@edistribution.co


 

 

Curso de formación judicial. Las tres fases de la primera etapa fueron establecidas 

como eliminatorias.  

  

4.- El artículo 168 de la Ley 270 de 1996 describe como objeto del curso concurso 

“formar profesional y científicamente al aspirante para el adecuado desempeño de 

la función judicial”. En el presente proceso de mérito el curso otorga el 20% de la 

calificación total del concurso. 

  

5.- Con fundamento en el Acuerdo No. PCSJA18-11077 del 16 de agosto de 2018, 

el otro 80% está dividido de la siguiente manera: 50% examen de aptitudes y 

conocimiento, 20% prueba psicotécnica y 10% experiencia y capacitación adicional. 

   

6.- Mi poderdante participó en la convocatoria 27 para la provisión de cargos de 

Jueces y Magistrados, reglamentada a través del ACUERDO PCSJA18-11077 16 

de agosto de 2018, expedido por el Consejo Superior de la Judicatura. 

  

7.- La actora aspiró al cargo de JUEZ CIVIL MUNICIPAL y aprobó el examen de 

conocimientos con un puntaje superior a 800 puntos, conforme con la Resolución 

CJR22-0351 de 1o.  de septiembre de 2022, expedida por la Unidad de Carrera 

Judicial. 

  

8.- Conforme con la reglamentación de la convocatoria quienes hubiesen obtenido 

el puntaje aprobatorio de la prueba de conocimientos, esto es, igual o superior a 

800 puntos, además de superar la etapa de verificación de requisitos mínimos, 

deberían adelantar el IX curso de formación judicial, cuyo marco regulatorio está 

previsto en el ACUERDO PCSJA19-11400 de 19 de septiembre de 2019.   

  

9.- El referido curso fue estructurado en dos sub fases, una general y otra específica, 

ambas de carácter eliminatorio. Mi poderdante fue admitido al curso de formación 

mediante la Resolución No EJR23-349. 

  

10.- La Subfase General constaba de 8 programas académicos; a saber, en orden 

de ejecución, estos fueron: (1) Habilidades humanas; (2) Interpretación judicial y 

estructura de la sentencia; (3) Justicia transicional y justicia restaurativa; (4) 

Argumentación judicial y valoración probatoria; (5) Ética, independencia y 

autonomía judicial; (6) Derechos humanos y género; (7) Gestión judicial y 

tecnologías de la información y las comunicaciones; y (8) Filosofía del derecho e 

interpretación constitucional. Según el acuerdo citado, la evaluación de cada 

programa sumaba 125 puntos, para un total de 1.000 (por los 8 programas). 

  

11.- De acuerdo con el cronograma el tiempo de consumo para cada programa 

académico, correspondió a quince (15) días calendario. Dentro de este lapso, cada 

dicente con su respectiva credencial tenía la obligación de ingresar a la plataforma 

realizar el “Recorrido por cada contenido, Descarga de textos, Desarrollo de las 

actividades de aprendizaje, Visualización de los Tv Learn y demás contenidos 

multimedia. 



 

 

  

12.- La aprehensión de este material informativo, implicaba realizar las lecturas 

obligatorias de un mínimo de cuatro mil trescientas quince (4.315) páginas, dos mil 

setecientos cincuenta y ocho (2.758) diapositivas, más los novecientos cincuenta y 

ocho (958) minutos de video. Más el consumo de las lecturas complementarias de 

cada programa. 5.1 Material, que según la plataforma debía ser “consumido”, en 30 

horas por programa, 8 horas en plataforma, 22 horas de estudio individual, cada 15 

días, por cada programa. 

  

13.- En múltiples oportunidades, la EJRLB aclaró que las lecturas obligatorias 

(indicadas en los Syllabus), eran el insumo de la evaluación a aplicar para la sub 

fase general, por ejemplo, en respuesta los tiques 3952, 4296 y 5589. Así mismo, 

en la parte motiva del acto que resolvió el recurso de reposición, en el capítulo 3.3.5., 

la Escuela mencionó: “Primero, es preciso destacar que el proceso de diseño y 

formulación de las preguntas se llevó a cabo de manera rigurosa, basándose en las 

lecturas obligatorias correspondientes a la Subfase general. Las preguntas no 

fueron concebidas con el propósito de evaluar exclusivamente la capacidad de 

memorización literal. Por el contrario, se estructuraron con el fin de medir un amplio 

espectro de habilidades cognitivas, conforme a lo dispuesto en la Taxonomía de 

Bloom, la cual comprende desde el nivel de recordación hasta capacidades 

superiores como la comprensión, aplicación, análisis, síntesis y evaluación”. 

(Negrilla y subrayado del suscrito). 

  

14.- Otro ejemplo, fue lo expuesto el 29 de abril de 2024, en el denominado Webinar 

del módulo de Justicia Transicional y Justicia Restaurativa 

https://www.youtube.com/watch?v=vgR6z2ahvMw, dónde la Dra. Rafaela Sayas, 

refiriéndose a la prueba, indicó: “no se va hacer ninguna pregunta por fuera de las 

lecturas obligatorias” (ver minuto 52:30 en adelante). 

  

Incluso, en varios de los Syllabus y en relación a las lecturas obligatorias, 

expresamente se indicó: 

  

BIBLIOGRAFÍA DE OBLIGATORIA CONSULTA Las lecturas obligatorias son el 

insumo para responder las actividades formativas o de aprendizaje y para la etapa 

de evaluación. En algunos casos, el mismo texto con diferente rango de páginas se 

utiliza para resolver distintas actividades formativas o de aprendizaje. 

   

En los mismos Syllabus, respecto de las lecturas complementarias, se indicó: 

  

BIBLIOGRAFÍA COMPLEMENTARIA PARA FORTALECER EL PROCESO 

FORMATIVO Las lecturas complementarias contienen información relevante para 

el estudio de la unidad, pero no son insumo para la etapa de evaluación. 

  

15.- Para el desarrollo de la subfase general se ejecutaron, según el mismo acuerdo, 

3 tipos de actividades evaluativas: (A) Control de lectura, con 40 puntos sobre 125; 

32 ítems, para 1.25 puntos por cada uno; (B) Análisis jurisprudencial o de casos, 
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con 25 puntos sobre 125; 4 ítems, para 6.25 puntos por cada uno; y (C) Taller virtual, 

con 60 puntos sobre 125; 6 ítems, para 10 puntos por cada uno. El instrumento de 

evaluación, visto en su conjunto, constó de 336 ítems (1.000 puntos), de los cuales 

256 valían 1.25 puntos; 32, 6.25 puntos; y 48, 10 puntos. 

  

16.- El alcance de estos tipos de actividades evaluativas, se expuso en el 

Documento Maestro del IX curso de formación judicial inicial para jueces y 

magistrados. 

  

17.- La demandante desarrolló los 8 programas de la sub fase general, a pesar de 

las múltiples irregularidades y problemas que se presentaron durante su ejecución 

  

18.- Los exámenes para medir las mencionadas competencias tuvieron lugar el 19 

de mayo y el 2 de junio de 2024 (en adelante, la Prueba), distribuidas en dos 

jornadas diarias, mañana y tarde. Estos hacían parte de la Subfase General del IX 

Curso, y tenían la finalidad de “(…) establecer el cumplimiento de los objetivos del 

curso a nivel individual en referencia con el grupo de discentes que aspiran a un 

mismo tipo de cargo y con base en parámetros objetivos, establecer un orden que 

permita conformar el registro de elegibles que privilegie el mérito y la escogencia de 

los mejores candidatos para ejercer la función judicial (…)” (Acuerdo PCSJA19-

11400).  

  

19.- En la práctica, la evaluación de cada programa estuvo compuesta por 32 

preguntas de control de lectura —cada una con valor de 1.25 puntos—, 4 preguntas 

de análisis jurisprudencial o de casos —cada una con valor de 6.25 puntos— y 6 

preguntas de taller virtual —cada una con valor de 10 puntos—; con la precisión, de 

que las preguntas del taller virtual contenían 5, 4, 3 o 2 ítems, lo que implicó que, 

algunas fueran calificadas con 10, 7.5, 6.67, 5.0, 3.33, 2.5 o 2.0 puntos, según el 

margen de acierto. 

  

20.- Cabe precisar que, la prueba, conforme al Acuerdo PCSJA19-11400 

“…Acuerdo Pedagógico [D]el IX Curso de Formación Judicial Inicial…”, tenía la 

finalidad de “(…) establecer el cumplimiento de los objetivos del curso a nivel 

individual en referencia con el grupo de discentes que aspiran a un mismo tipo de 

cargo y con base en parámetros objetivos, establecer un orden que permita 

conformar el registro de elegibles que privilegie el mérito y la escogencia de los 

mejores candidatos para ejercer la función judicial (…)”, pero por la forma como se 

presentó no cumplió dicha finalidad.  

  

21.- De conformidad con el Acuerdo pedagógico el curso concurso se rige por los 

principios del modelo pedagógico de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” en 

constante actualización, basado en la andragogía o educación para adultos a partir 

de la práctica judicial, la formación por competencias y el aprendizaje autónomo, 

cuyos pilares se orientan por un enfoque sistémico e integral, en donde se pretende 

desarrollar las competencias del Saber, el Saber Hacer y el Saber Ser.  A su vez, el 

Plan de Formación de la Rama Judicial se basa en la construcción colectiva del 



 

 

conocimiento jurídico, en donde los discentes interactúan con la red de formadores, 

cuyo rol central es servir de facilitadores y expertos temáticos para lograr los 

objetivos de aprendizaje autodirigido, desde una concepción b-learning 

(semipresencial), que permite el uso de las tecnologías de la información y las 

comunicaciones aplicadas al proceso de enseñanza-aprendizaje en las distintas 

mediaciones pedagógicas. 

  

22.- A pesar de lo anterior, dentro del proceso de formación los discentes no tuvieron 

interlocución con los formadores, lo cual contraviene el principio de construcción 

colectiva del conocimiento jurídico establecido en los lineamientos de la Escuela 

Judicial. 

  

23.- A través de la Resolución EJR24-298 de 21 de junio de 2024, dio a conocer los 

resultados respectivos, en los que la actora obtuvo menos de 800 puntos, lo que 

implicó su eliminación del curso de formación.  

  

24.- Por lo anterior, el demandante interpuso recurso de reposición. 

  

25.- Mediante la Resolución No EJR24-829 del 1 de noviembre de 2024 notificado 

el 8 de noviembre de 2024 se resolvió el recurso de reposición asignándose un 

puntaje inferior a 800 puntos. Dicho acto administrativo fue notificado a mi 

poderdante el 8 de noviembre de 2024.  

  

26.- El acto administrativo referido no cuenta con motivación alguna sobre los 

reparos efectuados al acto inicial de calificación, pues se limitó a señalar que el 

puntaje obedeció a “[…]un exhaustivo proceso de revisión de técnica de las 

respuestas […]”. 

  

27.- Las actuaciones que ha adelantado la EJRLB en relación con el desarrollo del 

curso de formación, en particular las concernientes a la aplicación y calificación de 

las pruebas están marcadas por una serie de irregularidades abiertamente 

arbitrarias y que incidieron en el hecho de que el actor no las hubiese aprobado y, 

en particular, que conllevaron a que no hubiese podido continuar en la fase 

especializada. 

  

28.- De las preguntas puestas a consideración de los discentes se encontró que 480 

puntos de 1.000 posibles corresponden a la evaluación denominada taller, cuya 

práctica, según lo establecido en el Acuerdo Pedagógico que rige el IX curso de 

formación judicial inicial - contentivo de la convocatoria 27, esta actividad debía 

pretender que el discente realizara una capacitación intensiva y práctica del 

programa. No obstante lo anterior, se decidió por evaluar a través de actividades 

que no son prácticas: “asociación de palabras, selección de texto, arrastrar 

respuesta, escoger palabra, elegir opción y test multi-respuesta”, tal como se 

muestra a continuación: 

  



 

 

ACUERDO PEDAGÓGICO 

 

ACUERDO NO. PCSJA18-11077 DE 16 

DE AGOSTO DE 2018 - 

 

ADOPTA EL ACUERDO PEDAGÓGICO 

QUE REGIRÁ EL “IX CURSO DE 

FORMACIÓN JUDICIAL INICIAL - 

CONTENTIVO DE LA CONVOCATORIA 

27 

 

DOCUMENTO MAESTRO 

 

SOPORTE GUÍA ACADÉMICA 

ELABORADO POR LA ESCUELA 

JUDICIAL RODRIGO LARA BONILLA 

 

(PUBLICADO ÚNICAMENTE EN 

PAGINA WEB – OCTUBRE 23/23) 

 

CAPÍTULO VII, 5.1.1. 

 

Taller virtual: Esta actividad pretende que 

el discente realice una capacitación 

intensiva y práctica del programa.  

 

 

 

4.2.3 Materiales académicos, pág. 86 

La evaluación se realizará de manera 

sincrónica en sede y se aplicará en la 

plataforma tecnológica, en la que se 

incorporará la construcción de la 

actividad y las distintas opciones de 

respuesta (…) 

 

Instrumento de evaluación: 

Contempla actividades como: asociación 

de palabras, selección de texto, arrastrar 

respuesta, escoger palabra, elegir 

opción y test multi-respuesta. 

  

29.- Las lecturas fuentes de las preguntas eran puestas en conocimiento de los 

dicentes a través de los syllabus (programas académicos), y en la evaluación se les 

sometió a contestar preguntas cuya fuente eran lecturas que no fueron puestas en 

conocimiento de los discentes en la etapa de formación, lo cual constituye una 

violación al principio de confianza legítima que debe respetar la administración. 



 

 

 

 

  

   

30.- Dicha irregularidad también ha sido advertida por Jueces de tutela, quienes han 

ordenado la recalificación de las siguientes preguntas, por no estar relacionadas 

con lecturas obligatorias, las cuales también deben puntuadas de manera favorable 

para mí cliente. 

  

31.- Adicional de preguntar por lecturas que no eran obligatorias, en otras se exigió 

a los discentes recordar textualmente el contenido de las lecturas, incluyendo 

apartados exactos, nombres de capítulos e incluso el contenido literal de pies de 

página, lo que contraviene el enfoque de evaluación por competencias y el 

incumplimiento a lo establecido en el Acuerdo Pedagógico PCSJA19-11400 del19 

de septiembre de 2019 y al Modelo Pedagógico 2020 de la EJRLB. 

  

32.- Y finalmente se encontraron fallas relacionadas con la formulación de las 

preguntas, que imponían cargas cognitivas adicionales e innecesarias. 

 

33.- Las irregularidades sobre la evaluación efectuada con base en lecturas fuera 

del rango de las obligatorias ya fue objeto de análisis de fondo en sede de tutela, 

entre otros, por parte de la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Armenia, en sentencia de 18 de diciembre de 2024, proferida en segunda instancia 

dentro del expediente identificado con número único de radicación 630013109001 

2024 00107 01, que ordenó a la EJRLB la exclusión de 7 preguntas allí estudiadas 

con la referida irregularidad.  

  

34.- En el caso particular del demandante, las preguntas con estas problemáticas 

son las siguientes para un total de 11,25 puntos:  

  



 

 

TEM ID_Programa 

Número 

de 

pregunta 

en el 

examen 

por 

jornada Nombre del Programa 

Valor de la 

pregunta 

     

P48 4 48 
Argumentación Judicial y 

Valoración Probatoria 
1.25 

P63 6 63 
Derechos Humanos y 

Género 
1.25 

P77 6 77 
Derechos Humanos y 

Género 
6,25 

P2 3 2 
Justicia Transicional y 

Justicia Restaurativa 
1.25 

P60 6 60 
Derechos Humanos y 

Género 
1.25 

     

 

Las siguientes preguntas por haber sido planteadas sobre fuentes que no estaban 

contempladas en las lecturas obligatorias, son 4 preguntas equivalentes a 22,5 

puntos, acá no se muestran las preguntas que además se muestran en el cuadro 

anterior pese a que cumplen el mismo criterio. En consecuencia, los 22.5 puntos 

representados en las siguientes preguntas deben otorgarse en favor de la discente: 

ITEM ID_Programa 

Número 

de 

pregunta 

en el 

examen 

por 

jornada Nombre del Programa 

Valor de la 

pregunta 

P41 1 41 Habilidades Humanas 10 

P44 2 44 
Interpretación Judicial y 

Estructura de la Sentencia 
1.25 

P80 2 80 
Interpretación Judicial y 

Estructura de la Sentencia 
10 

P64 6 64 
Derechos Humanos y 

Género 
1,25 

     
Las siguientes preguntas por  fallas por múltiples claves de respuesta por las 

posibilidades de interpretación o aplicación de las fuentes, en este criterio se 

encuentran preguntas que en sus respuestas usaron sinónimos o que usaban 

conjunciones y se exigió textualidad en el orden, también respuestas que no se 

derivaban del textos o preguntas en las que varias respuestas eran posibles, entre 



 

 

otras , acá no se muestran las preguntas que además se muestran en los 

cuadros  anteriores aunque algunas tengan varios criterios de invalidación. En 

consecuencia, los ---puntos representados en las siguientes -- preguntas deben 

otorgarse en favor de la discente: 

ITEM ID_Programa 

Número 

de 

pregunta 

en el 

examen 

por 

jornada Nombre del Programa 

Valor de la 

pregunta 

P2 1 2 Habilidades Humanas 1.25 

P37 1 37 Habilidades Humanas 10 

P41 1 41 Habilidades Humanas 10 

P4 1 4 Habilidades Humanas 1.25 

P5 1 5 Habilidades Humanas 1.25 

P16 1 16 Habilidades Humanas 1.25 

P37 1 37 Habilidades Humanas 10 

P44 2 44 
Interpretación Judicial y 

estructura de la sentencia 
1,25 

P79 2 79 
Interpretación Judicial y 

estructura de la sentencia 
10 

P80 2 80 
Interpretación Judicial y 

estructura de la sentencia 
10 

P40 3 40 
Justicia Transicional y 

justicia Restaurativa 
10 

P79 6 79 Derechos Humanos 10 

P4 7 4 
Gestión Judicial y 

Tecnología de la Información 
1.25 

P14 7 14 
Gestión Judicial y 

Tecnología de la Información 
1.25 

P16 7 16 
Gestión Judicial y 

Tecnología de la Información 
1.25 

P18 7 18 
Gestión Judicial y 

Tecnología de la Información 
1.25 

P24 7 24 
Gestión Judicial y 

Tecnología de la Información 
1.25 

P27 7 27 
Gestión Judicial y 

Tecnología de la Información 
1.25 

P37 7 37 
Gestión Judicial y 

Tecnología de la Información 
10 

P38 7 38 
Gestión Judicial y 

Tecnología de la Información 
10 

P79 8 79 
Filosofía del derecho e 

interpretación constitucional 
10 



 

 

P80 8 80 
Filosofía del derecho e 

interpretación constitucional 
10 

P81 8 81 
Filosofía del derecho e 

interpretación constitucional 
10 

P83 8 83 
Filosofía del derecho e 

interpretación constitucional 
10 

P37 1 37 Habilidades Humanas 10 

P41 1 41 Habilidades Humanas 10 

P42 1 42 Habilidades Humanas 10 

P79 2 79 
Interpretación Judicial y 

estructura de la sentencia 
10 

P80 2 80 
Interpretación Judicial y 

estructura de la sentencia 
10 

P83 2 83 
Interpretación Judicial y 

estructura de la sentencia 
10 

P40 3 40 
Justicia Transicional y 

justicia Restaurativa 
10 

P40 5 40 
Ética Independencia y 

Autonomía Judicial 
10 

P2 1 2 Habilidades Humanas 1.25 

P4 1 4 Habilidades Humanas 1.25 

P16 1 16 Habilidades Humanas 1.25 

P41 1 41 Habilidades Humanas 10 

P44 2 44 
Interpretación Judicial y 

estructura de la sentencia 
1.25 

P80 2 80 
Interpretación Judicial y 

estructura de la sentencia 
10 

P12 3 12 
Justicia Transicional y 

justicia Restaurativa 
1.25 

P23 3 23 
Justicia Transicional y 

justicia Restaurativa 
1.25 

P63 4 63 
Argumentación Judicial y 

Valoración Probatoria 
1.25 

P40 5 40 
Ética Independencia y 

Autonomía Judicial 
10 

P41 5 41 
Ética Independencia y 

Autonomía Judicial 
10 

P56 6 56 
Derechos Humanos y 

Género 
1.25 

P64 6 64 
Derechos Humanos y 

Género 
1.25 

P79 6 79 
Derechos Humanos y 

Género 
10 

P4 7 4 
Gestión Judicial y 

Tecnología de la Información 
1.25 



 

 

P6 7 6 
Gestión Judicial y 

Tecnología de la Información 
1.25 

P18 7 18 
Gestión Judicial y 

Tecnología de la Información 
1.25 

P37 7 37 
Gestión Judicial y 

Tecnología de la Información 
1.25 

P44 8 44 
Filosofía del derecho e 

interpretación constitucional 
1.25 

P56 8 56 
Filosofía del derecho e 

interpretación constitucional 
1.25 

P69 8 69 
Filosofía del derecho e 

interpretación constitucional 
1.25 

P83 8 83 
Filosofía del derecho e 

interpretación constitucional 
10 

 

35.- Por lo anterior se radicó la conciliación ante los Procuradores ante los Jueces 

Administrativos, y se obtuvo la constancia; la cual adjunto junto a la demanda. 

 

2.- PRETENSIONES  

 

1.- Que se declare la nulidad parcial de los siguientes actos administrativos:  

 

1.1.- Resolución No EJR24-298 de 21 de junio de 2024 “Por medio de la cual se 

publican los resultados de la subfase general del IX Curso de Formación Judicial 

Inicial” y su Anexo; en lo que tiene que ver con el puntaje asignado a mi poderdante. 

 

1.1.- Resolución No EJR24 - 317 del 28 de junio de 2024 “Por medio de la cual se 

corrige la Resolución No EJR24-298 de 21 de junio de 2024, en lo que corresponde 

a VIVIANA GUTIERREZ RODRÍGUEZ 

 

2.- Que se declare la nulidad de la Resolución ERJ24-829 de 1 de noviembre de 

2024 , la cual fue notificada el 8 de noviembre de 2024. 

 

3.- Como restablecimiento del derecho ordenar a la Rama Judicial, a través de la 

Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, y a la UNIÓN TEMPORAL FORMACIÓN 

JUDICIAL 2019 que de manera inmediata proceda a recalificar el examen de 

VIVIANA GUTIERREZ RODRÍGUEZ asignándole un puntaje que califique como 

aciertos las siguientes preguntas:  

 

TEM ID_Programa 

Número 

de 

pregunta 

en el 

examen Nombre del Programa 

Valor de la 

pregunta 



 

 

por 

jornada 

     

P48 4 48 
Argumentación Judicial y 

Valoración Probatoria 
1.25 

P63 6 63 
Derechos Humanos y 

Género 
1.25 

P77 6 77 
Derechos Humanos y 

Género 
6,25 

P2 3 2 
Justicia Transicional y 

Justicia Restaurativa 
1.25 

P60 6 60 
Derechos Humanos y 

Género 
1.25 

     

 

 

ITEM ID_Programa 

Número 

de 

pregunta 

en el 

examen 

por 

jornada Nombre del Programa 

Valor de la 

pregunta 

P41 1 41 Habilidades Humanas 10 

P44 2 44 
Interpretación Judicial y 

Estructura de la Sentencia 
1.25 

P80 2 80 
Interpretación Judicial y 

Estructura de la Sentencia 
10 

P64 6 64 
Derechos Humanos y 

Género 
1,25 

     
 

ITEM ID_Programa 

Número 

de 

pregunta 

en el 

examen 

por 

jornada 

 

Nombre del 

Programa 

Valor de la 

pregunta 

P2 1 2 
 Habilidades 

Humanas 
1.25 



 

 

P37 1 37 
 Habilidades 

Humanas 
10 

P41 1 41 
 Habilidades 

Humanas 
10 

P4 1 4 
 Habilidades 

Humanas 
1.25 

P5 1 5 
 Habilidades 

Humanas 
1.25 

P16 1 16 
 Habilidades 

Humanas 
1.25 

P37 1 37 
 Habilidades 

Humanas 
10 

P44 2 44 

 Interpretación 

Judicial y estructura 

de la sentencia 

1,25 

P79 2 79 

 Interpretación 

Judicial y estructura 

de la sentencia 

10 

P80 2 80 

 Interpretación 

Judicial y estructura 

de la sentencia 

10 

P40 3 40 

 Justicia Transicional 

y justicia 

Restaurativa 

10 

P79 6 79  Derechos Humanos 10 

P4 7 4 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

1.25 

P14 7 14 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

1.25 

P16 7 16 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

1.25 

P18 7 18 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

1.25 

P24 7 24 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

1.25 

P27 7 27 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

1.25 



 

 

P37 7 37 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

10 

P38 7 38 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

10 

P79 8 79 

 Filosofía del derecho 

e interpretación 

constitucional 

10 

P80 8 80 

 Filosofía del derecho 

e interpretación 

constitucional 

10 

P81 8 81 

 Filosofía del derecho 

e interpretación 

constitucional 

10 

P83 8 83 

 Filosofía del derecho 

e interpretación 

constitucional 

10 

P37 1 37 
 Habilidades 

Humanas 
10 

P41 1 41 
 Habilidades 

Humanas 
10 

P42 1 42 
 Habilidades 

Humanas 
10 

P79 2 79 

 Interpretación 

Judicial y estructura 

de la sentencia 

10 

P80 2 80 

 Interpretación 

Judicial y estructura 

de la sentencia 

10 

P83 2 83 

 Interpretación 

Judicial y estructura 

de la sentencia 

10 

P40 3 40 

 Justicia Transicional 

y justicia 

Restaurativa 

10 

P40 5 40 
 Ética Independencia 

y Autonomía Judicial 
10 

P2 1 2 
 Habilidades 

Humanas 
1.25 

P4 1 4 
 Habilidades 

Humanas 
1.25 



 

 

P16 1 16 
 Habilidades 

Humanas 
1.25 

P41 1 41 
 Habilidades 

Humanas 
10 

P44 2 44 

 Interpretación 

Judicial y estructura 

de la sentencia 

1.25 

P80 2 80 

 Interpretación 

Judicial y estructura 

de la sentencia 

10 

P12 3 12 

 Justicia Transicional 

y justicia 

Restaurativa 

1.25 

P23 3 23 

 Justicia Transicional 

y justicia 

Restaurativa 

1.25 

P63 4 63 

 Argumentación 

Judicial y Valoración 

Probatoria 

1.25 

P40 5 40 
 Ética Independencia 

y Autonomía Judicial 
10 

P41 5 41 
 Ética Independencia 

y Autonomía Judicial 
10 

P56 6 56 
 Derechos Humanos 

y Género 
1.25 

P64 6 64 
 Derechos Humanos 

y Género 
1.25 

P79 6 79 
 Derechos Humanos 

y Género 
10 

P4 7 4 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

1.25 

P6 7 6 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

1.25 

P18 7 18 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

1.25 

P37 7 37 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

1.25 



 

 

P44 8 44 

 Filosofía del derecho 

e interpretación 

constitucional 

1.25 

P56 8 56 

 Filosofía del derecho 

e interpretación 

constitucional 

1.25 

P69 8 69 

 Filosofía del derecho 

e interpretación 

constitucional 

1.25 

P83 8 83 

 Filosofía del derecho 

e interpretación 

constitucional 

10 

 

4.- Ordenar la inmediata reincorporación de VIVIANA GUTIERREZ RODRÍGUEZ 

al IX Curso de Formación Judicial que se adelanta para la convocatoria No 27 por 

la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, toda vez que superó los puntos requeridos 

para continuar formándose para el cargo de Juez Civil Municipal de Bogotá 

 

5.- Ordenar a la Rama Judicial, a través de la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, 

y a la UNIÓN TEMPORAL FORMACIÓN JUDICIAL 2019, que ejecuten todas las 

medidas administrativas y presupuestales necesarias para garantizar que VIVIANA 

GUTIERREZ RODRÍGUEZ curse la subfase especializada del curso de formación 

judicial (IX curso de formación judicial), le habiliten el Campus Virtual, y presente las 

evaluaciones de dicha subfase, en las mismas condiciones establecidas para las 

personas que ya se encuentran cursando la subfase especializada conforme al 

cronograma oficial, actualmente visible en 

https://www.ramajudicial.gov.co/documents/7227621/156413750/Cronograma+IXC

FJI+septiembre+3+de+2024.pdf/35f13ea9-42e6-ca10-1b81-

3cd30881398c?t=1725455830040  

 

6.- Ordenar a la Nación Rama Judicial Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla a 

expedir un nuevo acto administrativo en el que se califiquen las nuevas pruebas a 

efectuar frente al proceso de evaluación de mi representado, garantizándole el 

debido proceso en dicho trámite. 

 

7.- Ordenar la suspensión de la expedición y publicación de la Resolución que debe 

establecer las notas definitivas del IX Curso de Formación Judicial Inicial hasta 

que quede en firme el acto administrativo con las notas finales de la Subfase 

Especializada del IX Curso de Formación Judicial Inicial de VIVIANA GUTIERREZ 

RODRÍGUEZ.  

 

8.- En caso de que el concurso de méritos avance, y culmine con la publicación del 

registro de elegibles, el Consejo Superior de la Judicatura deberá proferir un acto 

administrativo mediante el cual, reconozca el derecho de VIVIANA GUTIERREZ 

RODRÍGUEZ, en caso de aprobar la fase III del concurso-, a ser inscrito en el 

https://www.ramajudicial.gov.co/documents/7227621/156413750/Cronograma+IXCFJI+septiembre+3+de+2024.pdf/35f13ea9-42e6-ca10-1b81-3cd30881398c?t=1725455830040
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/7227621/156413750/Cronograma+IXCFJI+septiembre+3+de+2024.pdf/35f13ea9-42e6-ca10-1b81-3cd30881398c?t=1725455830040
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/7227621/156413750/Cronograma+IXCFJI+septiembre+3+de+2024.pdf/35f13ea9-42e6-ca10-1b81-3cd30881398c?t=1725455830040


 

 

Registro Nacional de Elegibles para la provisión del cargo de Juez Civil Municipal, 

con una vigencia de cuatro (4) años a partir de su inclusión, de forma tal que se le 

permita presentar reclasificaciones, en cumplimiento de lo normado en el artículo 

165 de la Ley 270 de 1996, y pueda optar al cargo para el que concursó según las 

vacantes que se presenten. 

 

9.- ORDENAR a las demandadas el pago de los salarios y prestaciones legales y 

extralegales dejados de percibir por el demandante en el cargo de Juez Civil 

Municipal a partir de la entrada en vigencia del Registro Nacional de Elegibles de 

esta convocatoria y hasta que se posesione en el cargo ofertado. 

 

10.- En el evento en que a la fecha de la ejecutoria de la sentencia no sea posible 

que mi poderdante termine de cursar la subfase especializada, CONDENAR a las 

demandadas al pago de los salarios dejados de percibir por un cargo de la misma 

categoría desde la entrada en vigor del registro de elegibles y hasta la expectativa 

de vida de mi prohijado conforme al Resolución 1555 de 2010. 

 

11.- Se ordenen todas las medidas que el honorable Juez de lo Contencioso 

Administrativo considere pertinentes para garantizar una reparación integral de su 

derecho constitucional a acceder a cargos públicos, entre ellas, ordenar el 

desarrollo de una subfase especializada para mi poderdante y su inclusión en un 

registro nacional de elegibles en el puesto correspondiente para el cargo de Juez 

Civil Municipal, en el evento que a la fecha de expedición de la sentencia de fondo 

se haya finalizado el concurso de méritos y el registro no se encuentre vigente. 

 

12.- Se reconozca la suma de 2 salarios mínimos mensuales legales vigentes por 

concepto del perjuicio moral padecido con la expedición de los actos administrativos 

acá cuestionados. 

 

13.- La NACIÓN RAMA JUDICIAL dará cumplimiento a la sentencia en los términos 

del artículo 192 del C.P.A.C.A. 

 

14.- Condenar en costas a la parte demandada. 

 

3.- FUNDAMENTOS DE DERECHO DE LAS PRETENSIONES 

 

3.1.- NORMAS VIOLADAS 

 

Los actos administrativos demandados desconocen lo establecido en las siguientes 

normas: 

 

1.- Constitución Política artículos 29, 40 (numeral 7º), 53, 83 125. 

 

2.- Convención Americana sobre Derechos Humanos: Artículo 23. 

 

3.- Ley 270 de 1996 artículos 156 y siguientes. 



 

 

 

4.- Acuerdo PCSJA18-11077, de 16 de agosto de 2018, “Por medio del cual se 

adelanta el proceso de selección y se convoca al concurso de méritos para la 

provisión de los cargos de funcionarios de la Rama Judicial”.  

 

5.- Acuerdo Pedagógico PCSJA19-11400 del19 de septiembre de 2019.  

 

6.- Modelo Pedagógico 2020 de la EJRLB 

 

3.2 CONCEPTO DE VIOLACIÓN 

 

El artículo 4º1 superior establece que la Constitución es norma de normas y que en 

todo caso de incompatibilidad entre ésta y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán 

las disposiciones constitucionales. También es conocido que el artículo 6º ibídem 

establece el principio de legalidad, según el cual los servidores públicos son 

responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes y por 

omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones; es decir, que todas sus 

actuaciones deben respetar el principio de legalidad. 

 

Como bien es sabido, el artículo 125 de nuestra Constitución establece que los 

empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera y que el ingreso a 

dichos cargos, se hará previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije 

la ley para determinar los méritos y calidades de los aspirantes; lo que 

demuestra que el principio de mérito es un elemento esencial de nuestra 

Constitución, el cual no puede ser desconocido pues conllevaría a sustituir la 

misma, tal como lo concluyó la Corte Constitucional en las Sentencias C-588 de 

2009 y C-249/12. 

 

Dicho principio del mérito para acceder a cargos de la Rama Judicial se encuentra 

legislado en los artículos 156 y siguientes de la Ley 270 de 1996 donde se dispone 

que los cargos de Magistrados y Jueces son de carrera y que la carrera judicial se 

basa en la consideración del mérito como fundamento principal para el ingreso, la 

permanencia y la promoción en el servicio. 

 

De lo anterior se puede concluir, que toda actuación que se profiera en 

contradicción del principio del mérito dentro del trámite de un concurso de méritos 

para proveer los cargos de Magistrados y Jueces del país se encuentra viciada, no 

solo de ilegalidad, sino también de inconstitucionalidad, pues afecta un principio 

fundante de nuestra Constitución. 

 

Adiciona a esto, no se puede olvidar que el artículo 29 superior establece que el 

debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, 

 
1 ARTICULO 4. La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra 
norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales. 
Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a las 
autoridades. 



 

 

y en materia de concursos debe entenderse como la obligación que tiene la 

administración de respetar las reglas de este. 

 

En el presente asunto, los actos administrativos de calificación de los exámenes de 

la subfase general del curso de formación judicial para los cargos de Magistrados 

y Jueces de nuestro país fueron expedidos afectados de las siguientes causales de 

nulidad: 

 

3.2.1.- Los actos administrativos demandados infringieron las normas en que 

debían fundarse. 

 

Honorable Juez, a mi representado le pusieron a resolver una prueba con los 

siguientes problemas: 

 

En términos de forma lingüística supera las 2.000 ocurrencias, mientras que 

aquellas relacionadas con la pragmática del lenguaje ocurren en la mayoría de los 

ítems, incluso más de una vez (más de 400 ocurrencias). Estos miles de 

“descuidos”, en muchos de los casos, podrían pasar desapercibidos si se tratase 

de textos informales o con intenciones puramente informativas. Sin embargo, se 

trata de un proceso de evaluación en el que cualquiera de estas fallas formales 

y pragmáticas impone cargas cognitivas adicionales e innecesarias sobre los 

evaluados; en ocasiones, incluso, el contexto, el enunciado y/o las opciones de 

respuesta pueden ser incomprensibles.   

 

Por su parte, se presentan 275 fallas sobre el sistema de fuentes; esto constituye 

un problema mayor si se tiene en cuenta que el examen usa como fundamento una 

serie de lecturas obligatorias. Como se vio, se usaron fuentes cuestionables por 

su calidad; e, incluso, fuentes que no hacían parte de las lecturas obligatorias. 

Por demás, se cometieron diversos errores de citación, algunos de los cuales 

podrían estar en el límite de la vulneración de los derechos de autor. De nuevo, 

este tipo de situaciones impone cargas cognitivas adicionales y termina 

generando un cambio de referentes, que afecta el cumplimiento de reglas 

mínimas en cualquier proceso de evaluación. De manera similar, las 234 fallas en 

relación con las opciones y claves de respuesta generan un alto nivel de 

indeterminación a la hora buscar la respuesta correcta a los ítems. En últimas, 

en muchos de los casos no había garantías ni de contenido, ni de fuente de 

información, ni de forma para establecer razonablemente las claves 

(respuestas correctas).     

 

Finalmente, los datos relacionados con las tareas cognitivas permiten inferir 

una insuficiencia del instrumento de evaluación en relación con el tipo de 

actividades propuestas. Por un lado, en el Control de lectura, resulta razonable 

esperar cierta proporción de ítems de un nivel cognitivo relativamente bajo, como 

recordar. Sin embargo, es dable proponer ejercicios de aplicación a partir de las 

fuentes de información propuestas, de los cuales sólo aparecen 4. Además, llama 

la atención que la mayor cantidad de ítems están dados por el nivel comprender, 



 

 

en la medida en que se podrían desarrollar las tareas evaluativas sin necesidad de 

haber consultado previamente las fuentes de información. Por su parte, en lo que 

respecta al Análisis de casos, se tienen 3 ítems en el nivel recordar, lo que resulta 

poco pertinente dado el tipo de tarea; 8 ítems del nivel comprender, de nuevo, poco 

pertinente. Aunque se tienen 21 ítems del nivel aplicar, se debe tener presente que 

no se presenta ningún ítem de otros niveles como analizar o evaluar. Por supuesto, 

el caso más preocupante es el de Taller virtual, en el que todos los ítems resultaron 

de un nivel cognitivo exageradamente bajo en comparación con el tipo de actividad: 

recordar. 

 

Ahora bien, de forma ponderada, los ítems con tareas cognitivas del nivel recordar 

constituyen 592.5 puntos del total de 1.000 del examen; es decir cerca del 60% 

(59.25%) del examen dependió de meros actos de memoria o reconocimiento. 

En sentido similar, los ítems del nivel comprender conforman 271.25 puntos, cerca 

de un 30% (27.13%); y aquellos del nivel aplicar, sólo 136.25, un poco más del 10% 

(13.63%). De nuevo, se evidencia una insuficiencia en el instrumento de 

evaluación visto en su conjunto. Si se pretenden evaluar o medir competencias, 

entendidas como habilidades complejas o saber hacer en contexto, no es dable 

considerar que la mayoría del instrumento dependa de la memorización; y que no 

exista tarea alguna de niveles más complejos. 

 

Vistos todos los resultados su conjunto, la afirmación general que se puede hacer 

es que el instrumento de evaluación es defectuoso e insuficiente” 

 

Este hecho probado permite que el Juez Administrativo advierta que los actos 

administrativos acusados desconocieron lo dispuesto en los artículos 29, 40 

(numeral 7º), 53, 83 y 125 de la constitución, 23 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, 156 a 168 de la Ley 270 de 1996 y en los actos generales 

Acuerdo No PCSJA18-11077 de 16 de agosto de 2018, Acuerdo Pedagógico 

PCSJA19-11400 del19 de septiembre de 2019 y Modelo Pedagógico 2020 de la 

EJRLB, toda vez que la evaluación no se centró en medir el avance del aprendizaje, 

la aprehensión del conocimiento y la adquisición de competencias de los discentes, 

pues se dictaminó que las preguntas presentaron las siguientes fallas que son 

suficientes para invalidarlas, y por ende calificarlas como acertadas para VIVIANA 

GUTIERREZ RODRÍGUEZ: 

 

TEM ID_Programa 

Número 

de 

pregunta 

en el 

examen 

por 

jornada Nombre del Programa 

Valor de la 

pregunta 

     



 

 

P48 4 48 
Argumentación Judicial y 

Valoración Probatoria 
1.25 

P63 6 63 
Derechos Humanos y 

Género 
1.25 

P77 6 77 
Derechos Humanos y 

Género 
6,25 

P2 3 2 
Justicia Transicional y 

Justicia Restaurativa 
1.25 

P60 6 60 
Derechos Humanos y 

Género 
1.25 

     

 

 

ITEM ID_Programa 

Número 

de 

pregunta 

en el 

examen 

por 

jornada Nombre del Programa 

Valor de la 

pregunta 

P41 1 41 Habilidades Humanas 10 

P44 2 44 
Interpretación Judicial y 

Estructura de la Sentencia 
1.25 

P80 2 80 
Interpretación Judicial y 

Estructura de la Sentencia 
10 

P64 6 64 
Derechos Humanos y 

Género 
1,25 

     
 

ITEM ID_Programa 

Número 

de 

pregunta 

en el 

examen 

por 

jornada 

 

Nombre del 

Programa 

Valor de la 

pregunta 

P2 1 2 
 Habilidades 

Humanas 
1.25 

P37 1 37 
 Habilidades 

Humanas 
10 

P41 1 41 
 Habilidades 

Humanas 
10 

P4 1 4 
 Habilidades 

Humanas 
1.25 



 

 

P5 1 5 
 Habilidades 

Humanas 
1.25 

P16 1 16 
 Habilidades 

Humanas 
1.25 

P37 1 37 
 Habilidades 

Humanas 
10 

P44 2 44 

 Interpretación 

Judicial y estructura 

de la sentencia 

1,25 

P79 2 79 

 Interpretación 

Judicial y estructura 

de la sentencia 

10 

P80 2 80 

 Interpretación 

Judicial y estructura 

de la sentencia 

10 

P40 3 40 

 Justicia Transicional 

y justicia 

Restaurativa 

10 

P79 6 79  Derechos Humanos 10 

P4 7 4 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

1.25 

P14 7 14 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

1.25 

P16 7 16 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

1.25 

P18 7 18 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

1.25 

P24 7 24 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

1.25 

P27 7 27 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

1.25 

P37 7 37 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

10 

P38 7 38 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

10 



 

 

P79 8 79 

 Filosofía del derecho 

e interpretación 

constitucional 

10 

P80 8 80 

 Filosofía del derecho 

e interpretación 

constitucional 

10 

P81 8 81 

 Filosofía del derecho 

e interpretación 

constitucional 

10 

P83 8 83 

 Filosofía del derecho 

e interpretación 

constitucional 

10 

P37 1 37 
 Habilidades 

Humanas 
10 

P41 1 41 
 Habilidades 

Humanas 
10 

P42 1 42 
 Habilidades 

Humanas 
10 

P79 2 79 

 Interpretación 

Judicial y estructura 

de la sentencia 

10 

P80 2 80 

 Interpretación 

Judicial y estructura 

de la sentencia 

10 

P83 2 83 

 Interpretación 

Judicial y estructura 

de la sentencia 

10 

P40 3 40 

 Justicia Transicional 

y justicia 

Restaurativa 

10 

P40 5 40 
 Ética Independencia 

y Autonomía Judicial 
10 

P2 1 2 
 Habilidades 

Humanas 
1.25 

P4 1 4 
 Habilidades 

Humanas 
1.25 

P16 1 16 
 Habilidades 

Humanas 
1.25 

P41 1 41 
 Habilidades 

Humanas 
10 

P44 2 44 

 Interpretación 

Judicial y estructura 

de la sentencia 

1.25 



 

 

P80 2 80 

 Interpretación 

Judicial y estructura 

de la sentencia 

10 

P12 3 12 

 Justicia Transicional 

y justicia 

Restaurativa 

1.25 

P23 3 23 

 Justicia Transicional 

y justicia 

Restaurativa 

1.25 

P63 4 63 

 Argumentación 

Judicial y Valoración 

Probatoria 

1.25 

P40 5 40 
 Ética Independencia 

y Autonomía Judicial 
10 

P41 5 41 
 Ética Independencia 

y Autonomía Judicial 
10 

P56 6 56 
 Derechos Humanos 

y Género 
1.25 

P64 6 64 
 Derechos Humanos 

y Género 
1.25 

P79 6 79 
 Derechos Humanos 

y Género 
10 

P4 7 4 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

1.25 

P6 7 6 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

1.25 

P18 7 18 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

1.25 

P37 7 37 

 Gestión Judicial y 

Tecnología de la 

Información 

1.25 

P44 8 44 

 Filosofía del derecho 

e interpretación 

constitucional 

1.25 

P56 8 56 

 Filosofía del derecho 

e interpretación 

constitucional 

1.25 

P69 8 69 

 Filosofía del derecho 

e interpretación 

constitucional 

1.25 



 

 

P83 8 83 

 Filosofía del derecho 

e interpretación 

constitucional 

10 

 

Para explicar lo anterior, procederé a exponer cada una de las causales de nulidad 

de los actos administrativos acá acusados. 

 

3.2.1.1- Violación al artículo 29 Constitucional, al artículo 168 de la Ley 270 de 

1993, al Acuerdo Pedagógico PCSJA19-11400 del 19 de septiembre de 2019 y 

al Modelo Pedagógico 2020 de la EJRLB por la formulación de preguntas que 

pretendían evaluar la memoria, y no las competencias y habilidades que se 

pretendía enseñar con el modelo pedagógico. 

 

Honorable Juez, en el desarrollo de la evaluación para la Fase General del IX Curso 

de Formación Judicial, se identificaron irregularidades que conllevan a declarar la 

nulidad de los actos de calificación. Estas irregularidades se centran en el tipo de 

examen utilizado, el cual se basó en la memorización, y no en la evaluación de las 

competencias y habilidades, lo cual desconoce las reglas del concurso. 

.    

El objetivo principal del curso, tal como lo establece la Ley 270 de 1996, es la 

formación profesional y científica del aspirante para el adecuado desempeño de la 

función judicial. El Acuerdo Pedagógico, en relación con la subfase general, 

destaca que esta etapa busca fortalecer el desarrollo de las competencias del 

Saber, Saber hacer y Saber ser, elementos esenciales para un servidor judicial 

idóneo.    

 

La finalidad de buscar, formar al aspirante para el adecuado desempeño de su 

función, se encuentra contenida en la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la 

Administración de Justicia, que en su artículo 168 dispone:  

 

“CURSO DE FORMACIÓN JUDICIAL. El curso tiene por objeto formar 

profesional y científicamente al aspirante para el adecuado 

desempeño de la función judicial. Puede realizarse como parte del 

proceso de selección, caso en el cual revestirá, con efecto eliminatorio, 

la modalidad de Curso de Formación Judicial Inicial, o contemplarse 

como requisito previo para el ingreso a la función judicial.” (Negrilla y 

subrayado fuera del original). 

 

Igualmente, el Acuerdo Pedagógico2, respecto la subfase general, resalta que esta 

etapa está:  

 

“Dirigida a todos los aspirantes, está integrada por ejes temáticos y 

módulos de aplicación práctica, transversales a todas las 

 
2https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA1
9-11400.pdf 



 

 

especialidades, que pretenden fortalecer el desarrollo de las 

competencias del Saber, Saber hacer y Saber ser, dentro del perfil 

de un servidor judicial idóneo, capaz de trabajar en equipo, dirigir 

el talento humano con liderazgo asertivo, administrar los recursos 

físicos y tecnológicos de un despacho judicial, así como los 

procesos judiciales que le sean asignados mediante la aplicación de 

técnicas de trabajo colaborativo, que le permitan decidir con eficiencia 

y eficacia los litigios puestos a su consideración bajo los principios de 

transparencia, probidad y altos estándares de ética judicial. (Negrillas y 

subrayado fuera del texto).  

 

Por su parte, al revisar el Acuerdo Pedagógico adoptado mediante el Acuerdo No 

PCSJA19-11400 del 19 de septiembre de 20193, se encuentra lo siguiente respecto 

al objetivo principal de formar a los aspirantes a los cargos de Magistrados y Jueces 

del país: 

 

En la Introducción: Se establece que el curso "constituye la Fase III del Concurso 

de Méritos... cuya finalidad es la conformación del Registro Nacional de Elegibles 

para la provisión de las vacantes definitivas que se presenten en la Rama Judicial".    

 

En el Modelo Pedagógico de la Escuela Judicial "Rodrigo Lara Bonilla": Se 

menciona que el curso se basa en la andragogía o educación para adultos a partir 

de la práctica judicial, la formación por competencias y el aprendizaje autónocimo, 

cuyos pilares se orientan por un enfoque sistémico e integral, en donde se pretende 

desarrollar las competencias del Saber, el Saber Hacer y el Saber Ser.    

 

Objetivos: Se indica que el curso "se convierte en una valiosa oportunidad para 

mejorar la Administración de Justicia, mediante el fortalecimiento y desarrollo de 

competencias del saber, saber hacer y saber ser, propias del ejercicio judicial, de 

los discentes que aspiran a ingresar o ascender en la Rama Judicial".    

 

Y el punto 4º del capítulo VIII del Acuerdo Pedagógico, dispone lo siguiente 

respecto al tipo de evaluación:  

 

“TIPO DE EVALUACIÓN Las evaluaciones deberán realizarse con 

sujeción estricta a la programación y el cronograma fijados por la Escuela 

Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”. Con el fin de fortalecer las habilidades 

y técnicas requeridas por los aspirantes en el ejercicio de su función 

judicial; la evaluación de cada uno de los programas es sumativa, desde 

la parte virtual hasta la sustentación final. La evaluación sumativa mide el 

avance del aprendizaje y la aprehensión del conocimiento mediante 

la aplicación de diferentes tipos de valoraciones cuantitativas. Su finalidad 

 
3https://actosadministrativos.ramajudicial.gov.co/GetFile.ashx?url=%7E%2FApp_Data%2FUpload%2FPCSJA1
9-11400.pdf 



 

 

básica es determinar unos resultados o asignar una calificación o puntaje 

al discente.” (Negrillas y subrayados del suscrito). 

 

Adicional a lo anterior, el Consejo Superior de la Judicatura reglamentó el Acuerdo 

Pedagógico respecto del Sistema de Evaluación Académica y profirió el 

denominado DOCUMENTO MAESTRO4 en octubre de 2023 que definió las reglas 

del Curso de Formación Judicial en torno a su evaluación.  

 

Dicho acto administrativo que, debe interpretarse como un insumo para definir las 

reglas del proceso formativo e instruccional del IX Curso de Formación Judicial 

Inicial de la Rama Judicial, establece lo siguiente sobre el tema que nos ocupa: 

1. Énfasis en la formación integral: El documento destaca la importancia de una 

formación integral que abarque las competencias del ser, saber hacer y saber ser. 

Esto implica que el curso debe transmitir conocimientos teóricos y desarrollar 

habilidades prácticas, éticas y personales que son esenciales para el adecuado 

desempeño de la función judicial. 

    

2. Enfoque en la práctica judicial: El curso de formación está diseñado para que 

los discentes adquieran una comprensión profunda de la práctica judicial. Debe 

utilizar diversas metodologías, como el análisis de casos, la simulación de 

audiencias y las pasantías virtuales, para que puedan aplicar los conocimientos 

teóricos a situaciones reales.    

 

3. Evaluación continua y formativa: La evaluación no debe ser utilizada sólo para 

medir el aprendizaje, pues debe ser también una herramienta para el desarrollo de 

competencias. Se deben realizar diferentes tipos de evaluaciones, como controles 

de lectura, análisis de casos y evaluaciones orales, para que los discentes puedan 

recibir retroalimentación sobre su progreso y mejorar su desempeño.    

 

Del documento se tiene que el curso se divide en dos subfases: general y 

especializada. La subfase general se evalúa mediante controles de lectura, análisis 

jurisprudencial o de casos y talleres virtuales. La subfase especializada incluye 

análisis individual, análisis jurisprudencial o de casos, pasantías virtuales y una 

evaluación oral presencial.    

 

Frente la evaluación, se indica que busca comprobar la adquisición de 

competencias y habilidades de los discentes, tanto en la aplicación práctica de los 

conocimientos como en la elaboración de documentos procesales y la 

argumentación oral.     

 

En resumen, el "Documento Maestro IX Curso de Formación Judicial Inicial" (2023) 

evidencia un fuerte compromiso con la formación integral de los discentes, con un 

 
4https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/sites/default/files/241023/Documento%20Maestro%20IX%20CF
JI.pdf  

https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/sites/default/files/241023/Documento%20Maestro%20IX%20CFJI.pdf
https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/sites/default/files/241023/Documento%20Maestro%20IX%20CFJI.pdf


 

 

enfoque en la práctica judicial, el uso de las TIC, la evaluación continua y la 

formación ética y humanista. 

 

Para respetar ese compromiso con la formación integral de los participantes, el 

"Documento Maestro" reconoce la importancia de desarrollar habilidades de 

pensamiento crítico y análisis en los discentes, lo que se alinea con los niveles 

superiores de la taxonomía de Bloom5, como el análisis, la evaluación y la creación, 

lo que nos lleva a concluir que una prueba que se limite a medir la capacidad de 

memoria del educando, es opuesta a los objetivos del Acuerdo Pedagógico y su 

Documento Maestro. 

 

Lo anterior significa que un instrumento que se limite a medir la memoria (tarea 

cognitiva de recordar), como sucedió en el sublite, no permitiría obtener información 

relevante para determinar los aprendizajes logrados por el estudiante en relación 

con sus capacidades de análisis y la adquisición de competencias. 

 

En este punto debo decir que la Resolución ERJ24-829 de 1 de noviembre de 

2024 , acto administrativo acá demandado, el cual resolvió el recurso de reposición, 

reconoció de manera expresa en el capítulo “3.3.12. Inconformidad sobre la 

aplicación de preguntas memorísticas” que la Unión Temporal Formación 

Judicial 2019, en calidad de contratista experto en el diseño, estructuración 

académica y desarrollo en modalidad virtual y presencial del IX Curso de Formación 

Judicial Inicial, manifestó que: “…..Primero, es preciso destacar que el proceso de 

diseño y formulación de las  preguntas se llevó a cabo de manera rigurosa, 

basándose en las lecturas obligatorias correspondientes a la Subfase general. Las 

preguntas no fueron concebidas con el propósito de evaluar exclusivamente la 

capacidad de memorización literal. Por el contrario, se estructuraron con el fin de 

medir un amplio espectro de habilidades cognitivas, conforme a lo dispuesto 

en la Taxonomía de Bloom, la cual comprende desde el nivel de recordación hasta 

capacidades superiores como la comprensión, aplicación, análisis, síntesis y 

evaluación” (Negrilla y subrayado del suscrito). 

 

A pesar de lo anterior, la Escuela Judicial "Rodrigo Lara Bonilla" en la elaboración 

de las preguntas puestas a consideración de los discentes, se apartó del enfoque 

de formación por competencias que busca superar la concepción memorística del 

conocimiento.  

 

En lugar de diseñar un test basado en la taxonomía de Bloom, optó por formular 

preguntas que se centraban en la memoria 

 

Siendo así, se encuentra demostrado que se exigió a los discentes recordar 

textualmente el contenido de las lecturas, incluyendo apartados exactos, nombres 

de capítulos e incluso el contenido literal de pies de página, lo que contraviene el 

enfoque de evaluación por competencias y el incumplimiento a lo establecido en el 

 
 



 

 

Acuerdo Pedagógico PCSJA19-11400 del19 de septiembre de 2019 y al Modelo 

Pedagógico 2020 de la EJRLB, lo que conlleva también a la vulneración de lo 

contenido en los artículos 29, 40 (numeral 7º), 53, 83 y 125 de la constitución, 23 

de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 156 a 168 de la Ley 270 

de 1996. 

 

Esta modificación a las reglas del concurso, sin lugar a duda, constituye una clara 

violación a las normas en que debían fundarse los actos de calificación, lo que debe 

llevar al Juez a declarar probada la causal acá expuesta. 

 

No se puede olvidar que la Corte Constitucional en Sentencia T-180 de 2015, señaló 

lo siguiente sobre el respeto a las reglas del concurso de méritos:   

 

“En síntesis, la jurisprudencia constitucional ha expresado de manera 

uniforme y reiterada que los concursos en tanto constituyen actuaciones 

adelantadas por las autoridades  públicas deberán realizarse con estricta 

sujeción (i) al derecho al debido proceso; (ii) al derecho a la igualdad 

y (iii) al principio de la buena fe6. Dicha obligación se traduce, en 

términos generales, en el imperativo que tiene la administración de 

ceñirse de manera precisa a las reglas del concurso ya que aquellas, 

como bien lo ha sostenido esta Corporación, constituyen ley para las 

partes que intervienen en él7. 

 

El debido acatamiento a las reglas de los concursos también ha sido defendido por 

el Consejo de Estado en sentencia del 26 de noviembre de 2020 radicación No 

11001-03-25-000-2015-01035-00(4501-15), de la siguiente manera: 

 

“En lo que respecta al principio de buena fe, consagrado en el artículo 

83 Constitucional, se ve vulnerado con el cambio intempestivo de las 

reglas del concurso de méritos, en razón a que se defrauda la confianza 

legítima de quienes participaron en él y creyeron en que se surtiría bajo 

una etapas, requisitos, evaluaciones y pautas de calificación 

determinadas, que luego variaron de forma sorpresiva8. 

 

El principio de transparencia se desconoce si la administración modifica 

la posición del aspirante dentro del concurso de méritos en contra de sus 

expectativas; el de publicidad cuando se varían las reglas sin el 

consentimiento de los participantes; los de imparcialidad y moralidad si 

los cambios de las pautas del proceso de selección se dan con el fin de 

 
6 Corte Constitucional Sentencia T-502 de 2010. 
7 Corte Constitucional Sentencia SU-913 de 2009. Reiterada en la Sentencia T-569 de 2011. 
8 Respecto a la confianza legítima se ha señalado que «…consiste en que la obligación para las mismas de 
preservar un comportamiento consecuente, no contradictorio frente a los particulares, surgido en un acto o 
acciones anteriores, incluso ilegales, salvo interés público imperioso contrario. Se trata, por tanto, que el 
particular debe ser protegido frente a cambios bruscos e inesperados efectuados por las autoridades 
públicas»-Sentencia C-131 de febrero 19 de 2004. 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=72853#_ftn27


 

 

beneficiar a un sector de los que concursan9. El derecho al trabajo, por 

su parte, se conculca si al no tener reglas claras se priva a una persona 

de la oportunidad de acceder a un empleo público que podría alcanzar 

si superaba el concurso; y el derecho a la igualdad se trasgrede si se 

otorga un trato preferente e injustificado a quien resulta elegido sin 

merecerlo10. 

… 

Para el caso de los concursos públicos de méritos, se protege el debido 

proceso con el respeto de las reglas fijadas en la convocatoria como 

norma que determina las pautas y condiciones en las que se 

desarrollará. Cualquier incumplimiento de las etapas o procedimientos 

que esta contiene desconoce el derecho aludido, en tanto que se 

cambiarían las reglas de juego para los participantes, quienes se 

sometieron a ellas de buena fe11 Igualmente, según se expuso, tal 

proceder implica la afectación de los principios de publicidad, buena fe, 

trasparencia, imparcialidad, moralidad, igualdad y el derecho al trabajo” 

 

Para finalizar, debo recordar que la Sentencia SU-067 de 2022 es notoriamente 

relevante en el contexto de la inviolabilidad de las normas que regulan los concursos 

de méritos. Esta sentencia aborda principios fundamentales que protegen la 

integridad de estos procesos, los cuales fueron quebrantados en esta convocatoria 

con el cambio establecido en la forma de evaluar, los cuales son: 

 

Principios de Buena Fe y Confianza Legítima:  

 

La sentencia SU-067 de 2022 hace énfasis en los principios de la buena fe y la 

confianza legítima, especialmente en el contexto de los concursos de méritos. Esto 

significa que la administración pública debe actuar de manera coherente y 

previsible, respetando las reglas que ha establecido. 

 

Cuando la administración cambia las reglas de un concurso de manera arbitraria o 

inesperada, como aconteció en el sublite, viola la confianza legítima de los 

participantes y transgrede el derecho al debido proceso. 

 

Protección del Debido Proceso:  

 

Las irregularidades en un concurso de méritos vulneran el derecho al debido 

proceso de los participantes y la sentencia SU-067 de 2022 busca proteger este 

derecho, asegurando que los concursos se desarrollen de acuerdo con las normas 

preestablecidas. 

 

 
9 Así se indicó en la sentencia C-1040 de 2007, magistrado ponente Marco Gerardo Monroy Cabra. 
10 Al respeto ver sentencia SU-133 de 1998. Ver también SU-913 de 2009, magistrado ponente Juan Carlos 
Henao Pérez 
11 En ese sentido se puede consultar la sentencia T-682 de 2016, magistrado ponente Gabriel Eduardo 
Mendoza Martelo. 



 

 

En resumen, la Sentencia SU-067 de 2022 reitera que las normas que regulan los 

concursos de méritos deben ser respetadas y aplicadas de manera estricta, con el 

fin de garantizar la igualdad, la transparencia y el debido proceso en el acceso a la 

función pública, lo que nos permite concluir que en el sub lite los actos de calificación 

vulneraron dichos principios a modificar la forma como debía ser evaluado el taller. 

 

De acuerdo con lo expuesto, no quedan dudas que el objetivo principal del curso 

de formación es formar, valga la redundancia, a los discentes para el adecuado 

desempeño de la función judicial, mediante el desarrollo de sus competencias y 

habilidades en diversos ámbitos; motivo por el cual, la evaluación debía enfocarse 

en medir el avance del aprendizaje, la aprehensión del conocimiento y la 

adquisición de competencias, pero no limitarse a evaluar la capacidad de memorial 

del educando. 

 

En conclusión, las preguntas que se limitaron a medir la memoria de los discentes 

son contrarias al objetivo del curso de formación judicial, lo que implica que deben 

considerarse como defectuosas, y dicha falencia, de acuerdo con las propias 

medidas adoptadas por la Escuela en sede administrativa, llevan a imputar como 

acertados los ítems que se limitaron a preguntar sobre la memoria para VIVIANA 

GUTIERREZ RODRÍGUEZ12. 

 

Siendo así, se solicita al señor Juez, que ordene a la Escuela Judicial Rodrigo Lara 

Bonilla a expedir un acto administrativo en el que impute como aciertos de VIVIANA 

GUTIERREZ RODRÍGUEZ, las preguntas que se limitaron a medir la memoria. 

 

3.2.1.3- Violación al artículo 29 Constitucional por trasgresión al principio de 

confianza legítima, al preguntar sobre lecturas que no fueron catalogadas 

como obligatorias. 

 

Señor Juez, para el desarrollo de la sub fase general, se ejecutaron según el 

acuerdo pedagógico, 3 tipos de actividades evaluativas: (A) Control de lectura, con 

40 puntos sobre 125; 32 ítems, para 1.25 puntos por cada uno; (B) Análisis 

jurisprudencial o de casos, con 25 puntos sobre 125; 4 ítems, para 6.25 puntos por 

cada uno; y (C) Taller virtual, con 60 puntos sobre 125; 6 ítems, para 10 puntos por 

cada uno. El instrumento de evaluación, visto en su conjunto, constó de 336 ítems 

(1.000 puntos), de los cuales 256 valían 1.25 puntos; 32, 6.25 puntos; y 48, 10 

puntos. 

 

 
12  Sobre un caso similar, la Escuela Judicial en oficio EJO24-1519 del 30 de agosto de 2024, concluyó que la 
formulación defectuosa de ítems afecta de manera injusta los resultados de los discentes, y por dicho motivo 
decidió imputar el acierto a todos los discentes en las preguntas P35, P50, P143 y P295.  
 



 

 

El alcance de estos tipos de actividades evaluativas, se expuso en el Documento 

Maestro13 del IX curso de formación judicial inicial para Jueces y Magistrados.  

 

Los exámenes de la sub fase general del IX curso concurso, tuvieron lugar el 19 de 

mayo y el 2 de junio de 2024, distribuidos en dos jornadas diarias, mañana y tarde. 

La prueba de cada programa constó de 42 preguntas y en cada jornada se 

evaluaron 2 programas, así: 

 

Mayo 19 de 2024- jornada de la mañana 

Habilidades Humanas Preguntas 1 a la 42 

Interpretación Judicial y Estructura de la 

Sentencia 

Preguntas 43 a la 

84 

Mayo 19 de 2024- jornada de la tarde 

Justicia transicional y Justicia 

restaurativa 

Preguntas 1 a la 42 

Argumentación Judicial y Valoración 

Probatoria 

Preguntas 43 a la 

84 

Junio 2 de 2024- jornada de la mañana 

Ética, independencia y autonomía 

judicial 

Preguntas 1 a la 42 

Derechos Humanos y Género Preguntas 43 a la 

84 

Junio 2 de 2024- jornada de la tarde 

Gestión Judicial y Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones 

Preguntas 1 a la 42 

Filosofía del Derecho e Interpretación 

Constitucional 

Preguntas 43 a la 

84 

 

En la práctica, la evaluación de cada programa estuvo compuesta por 32 preguntas 

de control de lectura —cada una con valor de 1.25 puntos—, 4 preguntas de análisis 

jurisprudencial o de casos —cada una con valor de 6.25 puntos— y 6 preguntas de 

taller virtual —cada una con valor de 10 puntos—; con la precisión, de que las 

preguntas del taller virtual contenían 5, 4, 3 o 2 ítems, lo que implicó que, algunas 

fueran calificadas con 10, 7.5, 6.67, 5.0, 3.33, 2.5 o 2.0 puntos, según el margen de 

acierto. 

 

De acuerdo con el cronograma el tiempo de consumo para cada programa 

académico, correspondió a quince (15) días calendario. Dentro de este lapso, cada 

dicente con su respectiva credencial tenía la obligación de ingresar a la plataforma 

realizar el “Recorrido por cada contenido, descarga de textos, desarrollo de las 

actividades de aprendizaje, visualización de los Tv Learn y demás contenidos 

multimedia. 

 
13 Prueba 11, documento que puede ser consultado en: 

https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/sites/default/files/Organizaci%C3%B3n%20Micrositio%20IX%20CFJI/Documento

%20Maestro%20IX%20CFJI.pdf 

https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/sites/default/files/Organizaci%C3%B3n%20Micrositio%20IX%20CFJI/Documento%20Maestro%20IX%20CFJI.pdf
https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/sites/default/files/Organizaci%C3%B3n%20Micrositio%20IX%20CFJI/Documento%20Maestro%20IX%20CFJI.pdf


 

 

 

La aprehensión de este material informativo implicaba realizar las lecturas 

obligatorias de un mínimo de cuatro mil trescientas quince (4.315) páginas, dos mil 

setecientos cincuenta y ocho (2.758) diapositivas, más los novecientos cincuenta y 

ocho (958) minutos de video. Más el consumo de las lecturas complementarias de 

cada programa. 5.1 Material, que según la plataforma debía ser “consumido”, en 30 

horas por programa, 8 horas en plataforma, 22 horas de estudio individual, cada 15 

días, por cada programa. 

 

Las lecturas fuentes de las preguntas eran puestas en conocimiento de los dicentes 

a través de los syllabus (programas académicos), y en la evaluación se les sometió 

a contestar preguntas cuya fuente estaba fuera de lecturas obligatoria, lo cual 

constituye una violación al principio de confianza legítima que debe respetar la 

administración. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Mediante el documento maestro del IX Curso de formación judicial, la Escuela 

señalo de manera expresa lo siguiente: 

 
Lo anterior es avalado por reiterativas respuestas, en las que se informó por parte 

de la EJRLB y el operador la Unión Temporal Formación Judicial 2019 que las 

 

 



 

 

lecturas que no se encuentren en el rango de lecturas obligatorias, no serán insumo 

de evaluación:  

 

“Dada la estrecha relación entre estas dos preguntas, se procederá a 

agruparlas para dar una respuesta unificada: 1. “¿Cuáles fueron los criterios 

metodológicos que se emplearon para evaluar 8 programas, 16 unidades, en 

tan solo dos días?” 6. “¿Cómo se llevará a cabo la evaluación, se ha 

mencionado que sería presencial en sede, pero de manera virtual?, ¿En caso 

de decidir realizar la evaluación totalmente virtual en el lugar que cada 

discente elija, cómo se blindará la escuela ante posibles reclamaciones, 

teniendo en cuenta que el documento maestro, establece que se realizará en 

sede?”  

Respuesta: La evaluación de la subfase general prevista para los días 4 y 5 

de mayo de 2024, cumple a cabalidad con los lineamientos pedagógicos y 

metodológicos contenidos en el Acuerdo Pedagógico, dado que, el ejercicio 

evaluativo incluirá las tres actividades objeto de evaluación, para cada uno 

de los ocho programas de esta subfase. Debemos destacar que, el Consejo 

Superior de la Judicatura en ejercicio de la potestad reglamentaria, derivada 

de la Constitución Política Nacional, profirió el Acuerdo PCSJA19- 11400 de 

2019 que adopta el Acuerdo pedagógico del IX Curso de Formación Judicial 

Inicial; además, este acto administrativo ordena que las actividades que se 

desarrollen en el marco del curso concurso deben ceñirse al respectivo 

cronograma y sus modificaciones.  

Ahora bien, de acuerdo con el modelo pedagógico de la EJRLB, la 

evaluación del aprendizaje es un proceso sistemático y metódico por 

medio del cual se recolecta información sobre el desempeño de los/las 

discentes, conforme con los propósitos formativos, contenidos 

temáticos obligatorios y didácticos desarrollados con sus respectivas 

competencias y objetivos de aprendizaje.”  

 

De igual manera, en la señalada respuesta se indica:  

 

“Preguntas: Dada la estrecha relación entre estas dos preguntas, se 

procederá a agruparlas para dar una respuesta unificada: 7. “Aunque la 

mesa de ayuda ha afirmado que las preguntas de la prueba se basarán 

únicamente en las lecturas obligatorias, en contadas respuestas también 

ha mencionado que se consideran las lecturas complementarias. Es 

crucial aclarar sin ambigüedades que sólo se evaluarán las lecturas 

obligatorias y hacer pública esta aclaración. Además, teniendo en cuenta 

que algunas de las lecturas complementarias son libros enteros, por lo 

cual, en el tiempo dispuesto para la formación, no sería posible el 

aprendizaje de las mismas”. 8. “¿Realmente la evaluación del 4 y del 5 

de mayo se basará en las mismas lecturas obligatorias reales contenidas 

en la plataforma?” Respuesta: La evaluación de la Subfase General 

se fundamentará en las lecturas obligatorias y en los contenidos de 

los scorm de cada programa. Las lecturas complementarias sirven 



 

 

de apoyo al proceso formativo y son de libre consumo de los 

discentes, pero no serán consideradas para la evaluación.”  

 

Debe resaltar el suscrito, que estos interrogantes fueron resueltos, de manera previa 

a la aplicación del examen. Por lo que se consolida la situación expuesta en el 

documento maestro y en el acuerdo pedagógico y se refuerza la confianza legítima 

que la Escuela generó hacia los discentes. 

 

En respuesta posterior a la realización de este, tanto la Escuela como el operador 

señalan, en su respuesta EJO24-1192 Bogotá, D. C., 14 de agosto de 2024, dirigida 

al Discente Alberto Quintana, lo siguiente:  

 

“Nos permitimos manifestar lo siguiente: entre los deberes consignados 

en el Acuerdo PCSJA19-11400 19 de septiembre de 2019, se 

encuentran el siguiente: “2 Ser agente activo de su proceso formativo, 

cumpliendo con los cronogramas, entregables y en general con todo 

aquello que le es propio a su formación judicial inicial”.  

Comoquiera que, en la actualidad, el señor Alberto Mario Quintana Majul 

tiene la condición de discente y, por tanto, tiene activas sus credenciales 

de acceso al campus virtual del IX Curso de Formación Judicial Inicial, 

lo invitamos a identificar y corroborar directamente las lecturas 

obligatorias de cada programa en los syllabus referentes a los mismos, 

no en vano los syllabus, por excelencia, contienen las lecturas 

obligatorias y complementarias, así como las unidades de aprendizaje 

en las cuales está dividido cada programa. Al igual, se le recuerda que 

en la sección de Noticias-Información General del campus virtual puede 

consultar los tickets pedagógicos de cada programa, donde están las 

respuestas a los derechos de petición pedagógicos, en los que se 

precisan, por ejemplo, algunas lecturas, títulos y páginas. Las lecturas 

obligatorias son el insumo para responder las actividades 

formativas o de aprendizaje y para la etapa de evaluación. Por su 

parte, las lecturas complementarias contienen información 

relevante para el estudio de la unidad, pero no son insumo para la 

etapa de evaluación.”  

 

Otro ejemplo, fue lo expuesto el 29 de abril de 2024, en el denominado Webinar del 

módulo de Justicia Transicional y Justicia Restaurativa 

https://www.youtube.com/watch?v=vgR6z2ahvMw, dónde la Dra. Rafaela Sayas, 

refiriéndose a la prueba, indicó: “no se va hacer ninguna pregunta por fuera de las 

lecturas obligatorias” (ver minuto 52:30 en adelante). 

 

Incluso, en varios de los Syllabus14 y en relación con las lecturas obligatorias, 

expresamente se indicó: 

 
14 Por ejemplo, los de los programas de “Derechos Humanos y Género” y “Gestión Judicial y Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones”. 

https://www.youtube.com/watch?v=vgR6z2ahvMw


 

 

 

“BIBLIOGRAFÍA DE OBLIGATORIA CONSULTA Las lecturas 

obligatorias son el insumo para responder las actividades 

formativas o de aprendizaje y para la etapa de evaluación. En 

algunos casos, el mismo texto con diferente rango de páginas se 

utiliza para resolver distintas actividades formativas o de 

aprendizaje”. 

 

En los mismos Syllabus, respecto de las lecturas complementarias, se indicó: 

 

“BIBLIOGRAFÍA COMPLEMENTARIA PARA FORTALECER EL 

PROCESO FORMATIVO Las lecturas complementarias contienen 

información relevante para el estudio de la unidad, pero no son 

insumo para la etapa de evaluación”. 

 

Ahora bien, la regla según la cual el examen sólo podría preguntar respecto a 

lecturas obligatorias también se advierte al analizar el “capítulo 3.3.12. 

Inconformidad sobre la aplicación de preguntas memorísticas” de la 

Resolución ERJ24-829 de 1 de noviembre de 2024 , acto administrativo acá 

demandado, en el cual la propia Escuela reconoció: 

 

“Primero, es preciso destacar que el proceso de diseño y formulación de 

las preguntas se llevó a cabo de manera rigurosa, basándose en las 

lecturas obligatorias correspondientes a la Subfase general. Las 

preguntas no fueron concebidas con el propósito de evaluar 

exclusivamente la capacidad de memorización literal. Por el contrario, se 

estructuraron con el fin de medir un amplio espectro de habilidades 

cognitivas, conforme a lo dispuesto en la Taxonomía de Bloom, la cual 

comprende desde el nivel de recordación hasta capacidades superiores 

como la comprensión, aplicación, análisis, síntesis y evaluación”. (Negrilla 

y subrayado del suscrito). 

 

Adosado a lo anterior es preciso ilustrar que mediante oficio EJO24-3280 adiado 30 

de diciembre de 2024 se le informó al discente, Fabián Enrique Cotes Mozo, 

respecto a la pregunta:  

 

“1. Relación de los ítems concedidos: Se proporcione el listado y número de 

los ítems que fueron otorgados a los discentes en las resoluciones fechadas 

el 5 de noviembre de 2024 que les concedieron parcial o totalmente el 

recurso de reposición contra la Resolución EJR24-298 del 21 de junio de 

2024. No es necesario que se especifique la información solicitada por cada 

discente, simplemente que se indique los ítems concedidos de manera 

general. 2. Motivación de los argumentos de esa resolución: Se me brinde 

los fundamentos y consideraciones tenidas en cuenta por la Escuela Judicial 

que sustentaron la decisión de conceder parcialmente tales aciertos dentro 

del recurso de reposición en cada uno de los casos resueltos.” 



 

 

 

Sobre el particular y en lo que tiene que ver con las preguntas que se basaron 

en lecturas no obligatorias de conformidad al syllabus de cada programa, para 

las preguntas del programa de derechos humanos y género se repuso a todos 

los discentes las preguntas 71, 78, argumentando la imputación como 

positiva a todos bajo los siguientes términos “La pregunta no cumplió el 

estándar de calidad esperado pues no cumplió con el parámetro de 

pertinencia temática a la luz de las fuentes de consulta obligatoria” 

(negrilla fuera texto); nótese que la posición de la Escuela Judicial Rodrigo Lara 

Bonilla, sobre las preguntas que tiene como fuente lecturas no obligatorias ha 

sido  imputar a favor de los discentes el valor correspondiente a cada pregunta. 

 

A manera de conclusión, no quedan dudas que la regla establecida por la Escuela 

Judicial es que las lecturas complementarias o de contenido adicional, no podían 

ser utilizados como material evaluativo, lo que implica que fundamentar preguntas, 

en dichas lecturas, vulneraría flagrantemente el debido proceso de todos los 

discentes, así como también su principio a la confianza legítima. 

 

A pesar de lo anterior, a mí representado le pusieron a resolver preguntas 

relacionadas con lecturas que no eran obligatorias 

 

Sobre el particular, existen fallos en tutela que han ordenado la recalificación de las 

siguientes preguntas, por no estar relacionadas con lecturas obligatorias, las cuales 

también deben ser tenidas en cuenta para mí cliente. 

 

Debo aclarar que con los anexos a la demanda se aportan los syllabus (programas 

académicos) dónde encontrará cuáles fueron las lecturas obligatorias por cada 

programa y también se adjuntan sus lecturas obligatorias, para que se verifique lo 

acá planteado. 

 

Lo expuesto, sin lugar a dudas, demuestra un nuevo quebrantamiento a las reglas 

del concurso de formación, y por ende una violación al derecho fundamental al 

debido proceso de mi representado15; e igualmente, una transgresión al principio de 

confianza legítima toda vez que la Escuela Judicial creó y fundó expectativas 

legítimas sobre la forma de evaluación, las cuales fueron defraudadas de manera 

intempestiva, y sin justificación, ni previo aviso, al momento en que evaluó lecturas 

que no habían sido definidas como obligatorias por los organizadores del concurso. 

 

Se insiste que la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla y la Unión Temporal 

Formación Judicial 2019 desconocieron la confianza legítima que tenía mí 

representado en su proceso de formación al basar las evaluaciones en lecturas que 

no estaban dentro del rango de lectura obligatoria. 

 

 
15 Para sustentar esta violación solicito remitirse a los fundamentos de derecho desarrollados en el capítulo 
anterior, con la finalidad de no ser repetitivo. 



 

 

Para fundamentar la violación al principio de confianza legítima, basta con estudiar 

lo analizado por la Corte Constitucional en la Sentencia SU-067 de 2022 de la Corte 

Constitucional, a través de la cual se aborda el tema en el contexto del presente 

concurso, en la que se establecen los requisitos para verificar la violación de este 

principio. 

 

Dicho fallo se enfoca en la protección de los derechos de las personas que 

participan en concursos de méritos para acceder a cargos públicos, subrayando la 

importancia de la estabilidad y la predictibilidad en estos procesos, haciendo 

especial énfasis en el principio de confianza legítima, que implica que las 

autoridades públicas deben actuar de manera coherente y respetar las expectativas 

razonables de los ciudadanos. 

 

Cuando se vulnera este principio, especialmente en el contexto de concursos, se 

pueden afectar gravemente los derechos de los participantes, quienes han 

depositado su confianza en la transparencia y legalidad del proceso. 

 

La Corte Constitucional estableció criterios para determinar cuándo se vulnera la 

confianza legítima, de la siguiente manera: 

 

• Acto o conducta de la administración: Debe existir una actuación previa 

de la administración que genere una expectativa razonable en el ciudadano. 

 

• Modificación intempestiva: Debe haber un cambio repentino e injustificado 

en la actuación de la administración que frustre esa expectativa. 

• Perjuicio al ciudadano: El cambio debe generar un perjuicio concreto y 

demostrable para el ciudadano. 

 

En la Sentencia SU-067 de 2022, se refuerza la aplicación de estos criterios en el 

contexto de los concursos de méritos, pues lo considera crucial para garantizar la 

transparencia y la objetividad de los procesos de selección; proteger los derechos 

de los participantes que han actuado de buena fe y fortalecer la credibilidad de la 

administración pública. 

 

Al subsumir los requisitos establecidos en la sentencia SU-067 de 2022 al presente 

asunto, se encuentra lo siguiente: 

 

• Acto o conducta de la administración: Está acreditado que la Escuela 

Judicial definió como regla del proceso de formación que la evaluación se 

circunscribía al material de lectura obligatoria, e incluso fue reafirmado por la 

misma frente a interrogantes que expusieron los discentes, lo cual generó 

una expectativa razonable en estos. 

 

• Modificación intempestiva: Se encuentra probado que a mí representado 

le preguntaron en la evaluación sobre lecturas que no eran obligatorias, sin 

que los organizadores del concurso avisaran previamente sobre dicha 



 

 

modificación y sin que a la fecha se observe justificación de la modificación 

intempestiva. 

 

• Perjuicio al ciudadano: La modificación intempestiva tiene nexo de 

causalidad con el resultado de la prueba, toda vez que mí poderdante tiene 

calificadas como erradas las preguntas que se relacionaban con lecturas que 

no eran obligatorias. 

 

De acuerdo con lo anterior, y al demostrar que se reúnen los requisitos para concluir 

que la Escuela Judicial vulneró el derecho fundamental al debido proceso de mí 

poderdante, y afectó su confianza legítima al momento de presentar en la 

evaluación preguntas por fuera de las lecturas obligatorias, solicito de manera 

respetuosa que se tengan como ítems defectuosos los mismos y se califiquen como 

aciertos las preguntas con esta problemática. 

  

3.2.1.4- Violación a los artículos 29, 40 (numeral 7º), 53, 83 y 125 de la 

Constitución, 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 156 

a 168 de la Ley 270 de 1996 y a los actos generales Acuerdo No PCSJA18-

11077 de 16 de agosto de 2018, Acuerdo Pedagógico PCSJA19-11400 del19 

de septiembre de 2019 y Modelo Pedagógico 2020, debido a que a los 

discentes se les presentaron preguntas con graves problemas en su 

formulación, que les imponían cargas cognitivas adicionales e innecesarias. 

 

Como ya se dijo, el artículo 125 de nuestra Constitución establece que los empleos 

en los órganos y entidades del Estado son de carrera y que el ingreso a dichos 

cargos, se hará previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley 

para determinar los méritos y calidades de los aspirantes; lo que demuestra 

que el principio de mérito es un elemento esencial de nuestra Constitución, el cual 

no puede ser desconocido pues conllevaría a sustituir la misma, tal como lo 

concluyó la Corte Constitucional en las Sentencias C-588 de 2009 y C-249/12. 

 

Dicho principio del mérito para acceder a cargos de la Rama Judicial se encuentra 

legislado en los artículos 156 y siguientes de la Ley 270 de 1996 donde se dispone 

que los cargos de Magistrados y Jueces son de carrera y que la carrera judicial se 

basa en la consideración del mérito como fundamento principal para el ingreso, la 

permanencia y la promoción en el servicio. 

 

De lo anterior se puede concluir, que toda actuación que se profiera en contravía 

del principio del mérito dentro del trámite de un concurso para proveer los cargos 

de Magistrados y Jueces del país se encuentra viciada no solo de ilegalidad, sino 

también de inconstitucionalidad, pues afecta un principio fundante de nuestra 

Constitución. 

 

En lo que respecta al caso en concreto, se tiene que a través de los actos 

administrativos acusados la Escuela Judicial estableció los puntajes de los 

discentes dentro de la subfase general del curso de formación judicial. 



 

 

 

Para evaluar a los discentes, la Escuela Judicial aplicó una prueba con problemas 

en el éxito comunicativo de los ítems o preguntas, es decir, sin la posibilidad de que 

fueran adecuadamente comprendidos por los evaluados. 

 

Las fallas encontradas en términos de forma lingüística superan las 2.000 

ocurrencias, mientras que aquellas relacionadas con la pragmática del lenguaje 

ocurren en la mayoría de los ítems, incluso más de una vez (más de 400 

ocurrencias). Estos miles de “descuidos”, en muchos de los casos, podrían pasar 

desapercibidos si se tratase de textos informales o con intenciones puramente 

informativas. Sin embargo, se trata de un proceso de evaluación en el que 

cualquiera de estas fallas formales y pragmáticas impone cargas cognitivas 

adicionales e innecesarias sobre los evaluados; en ocasiones, incluso, el 

contexto, el enunciado y/o las opciones de respuesta pueden ser incomprensibles.   

 

Igualmente se cometieron diversos errores de citación, algunos de los cuales 

podrían estar en el límite de la vulneración de los derechos de autor, imponiendo 

cargas cognitivas adicionales y generando un cambio de referentes, que 

afectó el cumplimiento de reglas mínimas en el proceso de evaluación.  

 

También se encontró 234 fallas en relación con las opciones y claves de respuesta 

que generan un alto nivel de indeterminación a la hora buscar la respuesta 

correcta a los ítems; en muchos de los casos no había garantías ni de contenido, 

ni de fuente de información, ni de forma para establecer razonablemente las 

claves (respuestas correctas), lo cual evidencia una insuficiencia en el 

instrumento de evaluación visto en su conjunto.  

 

En conclusión, a los discentes se les presentó una prueba con preguntas que tenían 

las siguientes problemáticas:  

 

1.- Ninguna clave de respuesta (RESP_CLAVØ_). 

 

2.- Múltiples claves de respuesta (RESP_CLAV+2_). 

 

3.- Clave de respuesta diferente (RESP_CLAV≠_).  

 

4.- Distractores evidentes (RESP_DISTR???_).  

 

5.- Clave de respuesta indeterminada por fallas comunicativas 

(RESP_INDETLX_GEN_) o por fallas lingüísticas (RESP_INVAL.LX_CLAV_).  

 

6.- Distractores fáciles de descartar por su forma lingüística 

(RESP_INVAL.LX_DISTR_).  

 

7.- Violación a la máxima de manera (poca claridad) (PRAGM_MAXMAN_). 

 



 

 

Es importante recordar que tanto la Corte Constitucional16 como el Consejo de 

Estado17 han aceptado que las preguntas con fallas técnicas pueden ser eliminadas 

de un concurso, si el organizador encuentra que fueron mal redactadas, existía más 

de una clave para la respuesta, eran ambiguas, confusas o excesivamente 

complejas. No obstante lo anterior ambas Corporaciones han sido enfáticas en 

señalar que no puede admitirse la exclusión de los ítems, por error en su 

formulación, como sucedió en el presente asunto, pues de ser así se 

desconocerían los derechos fundamentales al debido proceso y a la confianza 

legítima de los concursantes, así como el principio del mérito, lo que debe llevar a 

puntuarlas como correctas para mí representado. 

 

Sobre el particular el Consejo de Estado consideró: 

 

“Solo en la Resolución CJRES Nos. 252 de 24 de septiembre de 2015, 

la entidad especificó que se eliminaron las respuestas con ausencia de 

posibilidad de respuesta, mala redacción o ambigüedad. Sin embargo, 

esta información es contradictoria con lo manifestado por la misma 

Directora de la Unidad de Carrera Judicial, pues fue enfática en señalar 

que el banco de preguntas, fue elaborado por un “grupo técnico de 

especialistas” que en las etapas de diseño, construcción y validación de 

la prueba, “ajustaron posibles errores de ortografía o redacción”. 

 

Por lo anterior no puede admitirse la exclusión de los ítems que 

presentaron tales características, pues la única exclusión permitida 

se refirió a aquellos ítems que presentaron un mayor índice de 

dificultad, como lo especificaba el anexo, por su grado de 

complejidad.   

 

Además, en el hipotético caso de presentar una mala formulación, tales 

ítems debieron ser corregidos antes de la realización de la prueba y no 

después, pues permitir lo contrario, sería avalar que la defectuosa 

ejecución del contrato de consultoría se trasladase a los concursantes a 

quienes únicamente se les indicó que su prueba constaba de 100 

preguntas, que se construirían escalas estándar y que superarían la 

prueba aquellos que obtuvieran 800 puntos.  

 

Así entonces, como el anexo No. 1 sólo fue específico al referirse a 

aquellos ítems de bajo índice de discriminación , es apenas obvio, que 

la Universidad de Pamplona, decidió a su arbitrio excluir de los ítems 

calificables otros adicionales, situación que de permitirse trasladaría 

una injusta carga a los concursantes que afirman contestaron de 

 
16 Sentencia T-386 de 2016 
17 Ver sentencia y aclaración del proceso radicado con el número 76001-23-33-000-2016-00294-01, actor: 

María del Carmen Quintero Cárdenas y demandados: CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA - SALA 

ADMINISTRATIVA – UNIDAD DE ADMINISTRACIÓN DE CARRERA JUDICIAL – UNIVERSIDAD DE 

PAMPLONA  



 

 

manera acertada a tales preguntas, situación que atenta contra el 

principio de la confianza legítima y del debido proceso 

administrativo. 

 

Así pues, al quedar sin piso el argumento esgrimido por la Universidad 

de Pamplona, acerca de la autorización para la eliminación de ítems 

adicionales a aquellos con baja discriminación, cuando de detectarse un 

error en su formulación debió corregirse previo a la realización del test, 

por lo que no puede permitirse esa situación, mucho más aun cuando 

de verificarse las plantillas de respuesta, las eliminadas bajo 

clasificación cuenten con respuesta acertada”.   

 

Y frente a la imposibilidad de formular preguntas con fallas técnicas dentro de un 

concurso de méritos se pronunció la Corte Constitucional en sentencia T-386 de 

2016 señaló: “mantener preguntas–con fallas técnicas– contrariaría la finalidad del 

concurso de méritos pues la prueba no se fundamentaría en los conocimientos 

del concursante, sino en el azar de una respuesta sobre la que no existe 

certeza”18. 

 

Siendo así, es claro que las preguntas con las fallas acá expuestas, deben ser 

calificadas para mi representado como acertadas, pues de no ser así se 

desconocería su derecho a acceder a cargos públicos al imponerle la carga de 

soportar los errores dentro del contrato de consultoría al momento de la formulación 

de las mismas, más aún cuando nos encontraos en el curso de formación en donde, 

conforme lo establecido en el artículo 168 de la Ley 270 de 1993, se está formando 

a los discentes profesional y científicamente para el adecuado desempeño de la 

función judicial. 

 

Adicional a lo anterior, se estaría desconociendo el principio del mérito, toda vez 

que sería reconocer que la prueba no se fundamentó en los conocimientos del 

concursante, sino en el azar de una respuesta sobre la que no existe claridad por 

su errónea formulación. 

 

Se debe recordar que, por su naturaleza, el curso de formación está concebido para 

formar y desarrollar las capacidades del estudiante en el ámbito judicial, no para 

eliminarlo, razón por la cual, no es viable imponerle la carga de la mala formulación 

de las preguntas. 

 

Siendo así se solicita tener por acertadas las preguntas con las problemáticas 

expuestas en el presente capítulo, que fueron mal formuladas dentro del proceso 

formativo a mí poderdante. 

 

Regla de puntuación de preguntas acertadas creada por la propia Escuela 

Judicial 

 
18 Corte Constitucional Sentencia T-386 de 2016 



 

 

 

Señor Juez, adicional a lo anterior, debo señalar que la Escuela Judicial, estableció, 

que las preguntas que tuvieran un índice de aprobación inferior al 20%, deberían 

ser tenidas como acertadas para todos los concursantes, con lo que nuevamente 

generó una confianza legítima que el Juez Administrativo debe garantizar. 

 

Al revisar las pruebas que acá se aportan, se observará que existen causas de 

invalidación de preguntas o criterios para sumar puntos a todos los demandantes, 

debiéndole otorgar a mí cliente un valor adicional en su puntaje por las siguientes 

preguntas que obtuvieron un índice de respuesta favorable por debajo del 20%, por 

las razones que pasan a explicarse. 

 

El organizador del curso de formación estableció un criterio índice de aprobación 

por debajo del 20%, según respuestas de la EJLB a los discentes el criterio que se 

usó en la calificación para dar por ciertas los puntos de las preguntas P50, P143 y 

P295 es que fueron preguntas que según el índice de aprobación por pregunta fue 

menor del 20% de discentes respondieron acertadamente, teniendo en cuenta el 

índice de aprobación de todas las preguntas. 

 

Siendo así, luego de consultar a la propia Escuela se encontró que las siguientes 

preguntas también tuvieron índice de aprobación por debajo del 20%. En 

consecuencia, los 28.75 puntos representados en las siguientes 15 preguntas 

deben otorgarse en favor de los discentes, conforme a la regla que el organizador 

estableció para puntuar favorablemente las preguntas P50, P143 y P295: 

 

  ITEM 

ID 

Programa 

Número de 

pregunta en 

el examen 

por jornada 

Nombre del 

Programa 

Valor de la 

pregunta 

% 

Respuestas 

correctas 

1 
P4 1 4 

Habilidades 

Humanas 
1.25 

9,50% 

2 

P44 2 44 

Interpretación 

Judicial y 

Estructura de la 

Sentencia 

1.25 

6,71% 

3 

P62 2 62 

Interpretación 

Judicial y 

Estructura de la 

Sentencia 

1.25 

17,15% 

4 
P218 6 50 

Derechos 

Humanos y Género 
1.25 

17,09% 

5 
P222 6 54 

Derechos 

Humanos y Género 
1.25 

6,84% 

6 
P227 6 59 

Derechos 

Humanos y Género 
1.25 

18,74% 



 

 

7 
P231 6 63 

Derechos 

Humanos y Género 
1.25 

16,21% 

8 
P246 6 78 

Derechos 

Humanos y Género 
6.25 

2,85% 

9 

P256 7 4 

Gestión Judicial y 

Técnologias de la 

información y 

Comunicaciones 

1.25 

5,64% 

10 

P258 7 6 

Gestión Judicial y 

Técnologias de la 

información y 

Comunicaciones 

1.25 

16,54% 

11 

P259 7 7 

Gestión Judicial y 

Técnologias de la 

información y 

Comunicaciones 

1.25 

19,13% 

12 

P275 7 23 

Gestión Judicial y 

Técnologias de la 

información y 

Comunicaciones 

1.25 

15,05% 

13 

P282 7 30 

Gestión Judicial y 

Técnologias de la 

información y 

Comunicaciones 

1.25 

12,13% 

14 

P283 7 31 

Gestión Judicial y 

Técnologias de la 

información y 

Comunicaciones 

1.25 

17,15% 

15 

P328 8 76 

Filosofía del 

Derecho e 

Interpretación 

Constitucional 

6.25 

15,01% 

 

FALTA DE MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTARTIVOS QUE 

RESOLVIERON LOS RECURSOS DE REPOSICIÓN. 

 

Señor Juez, me permito manifestar que la accionada no se pronunció 

congruentemente sobre los argumentos puntuales que mi poderdante planteó en el 

recurso contra los resultados de la evaluación de la subfase general del IX curso de 

formación judicial. Esto se evidencia al comparar los argumentos planteados en el 

recurso y lo indicado por la accionada en el acto administrativo demandado. 

Situación que tiene explicación, entre otras cosas, en el uso de Inteligencia Artificial 

(IA) para resolver los recursos, ello se salta a la vista al revisar el capítulo 3.4.4. 

Programa de Argumentación Judicial - Valoración Probatoria: Jornada de la 



 

 

tarde del 19 de mayo de 2024, ítem 57, dónde quedaron rastros del uso de dicha 

tecnología y de las instrucciones que se le dieron a la IA: 

 
 

Ahora, con lo anterior no se está atacando la implementación de IA, sino los 

evidentes parámetros sugestivos con el que fue manipulada la tecnología para dar 

apariencia de legalidad a la actuación surtida. Pues lastimosamente se muestra que 

la instrucción dada a la IA fue que se enfocara en respaldar post-hoc las respuestas 

consideradas como acertadas por la accionada y no que analizara la pertinencia y 

procedencia de las objeciones propuestas. 

 

Para dimensionar la gravedad del asunto, se tomará el siguiente ejemplo, de la IA 

Claude, en modo pago, que ante la pregunta de qué color es la bandera de 

Colombia, responde: 

 

 
 

Ahora, para mostrar que la IA no es neutral y que puede presentar resultados 

discriminatorios o sesgados, según las indicaciones que se le den, véase lo que 

sucede cuando se le da una instrucción errada: 

 



 

 

 
 

Lo anterior, evidencia que el análisis realizado por la accionada con apoyo en una 

IA, con el que la Escuela buscó respaldar respuestas anteriores y no estudiar 

objetivamente los argumentos propuesto, termina impactando la esencia del recurso 

como medio de protección, pues tal actuación implica una clara y notoria en una vía 

de hecho, que transforma el recurso en un mero formalismo. 

 

Es decir, el uso de IA con parámetros sugestivos para resolver el recurso —como 

los que se dieron a la IA utilizada por la accionada—, vulnera el debido proceso y el 

derecho de defensa, pues impedir una verdadera valoración de los argumentos de 

impugnación y convertir el recurso de reposición en un trámite formal sin análisis 

real de fondo. 

 

Afectando con ello, la transparencia del procedimiento administrativo, pues se usó 

una de IA para dirigir la generación de respuestas o resultados específicos –prompt, 

sólo dio apariencia de perfección y legalidad al examen del curso de formación 

judicial, más no atendió en debida forma lo planteado. 

 

A tono con la gravedad de lo expuesto, la Corte Constitucional, en providencia en la 

Sentencia T-323 de 202419, estableció como límites y reglas para que el Juez natural 

fuese siempre humano, no máquina, sin importar la complejidad del caso20. 

Providencia es la que se expusieron los siguientes criterios: 

 

“…[E]l uso de la IA en el sistema judicial para los ámbitos de gestión 

administrativa y documental, así como el de apoyo a la gestión judicial y 

la corrección y síntesis de largos textos, no comporta una transgresión a 

la garantía del Procurador natural pues, en tales eventos, la utilización de 

estas tecnologías no remplaza la labor esencial que se le ha atribuido al 

funcionario judicial, consistente en conocer y resolver de fondo el asunto 

 
19 Ver https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2024/T-323-24.htm  
20 Producto de los dispuesto en la sentencia T-323 de 2024, el Consejo Superior de la Judicatura, emitió el siguiente un protocolo, el que 

puede consultarse en: 

https://www.ramajudicial.gov.co/documents/10635/155269343/ABC_SentenciaIA_T323De2024.pdf/a2006b6d-58f1-beb0-

31f8-1b04f398bf68?t=1727383419804  

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2024/T-323-24.htm
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/10635/155269343/ABC_SentenciaIA_T323De2024.pdf/a2006b6d-58f1-beb0-31f8-1b04f398bf68?t=1727383419804
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/10635/155269343/ABC_SentenciaIA_T323De2024.pdf/a2006b6d-58f1-beb0-31f8-1b04f398bf68?t=1727383419804


 

 

para el cual fue investido de competencia. Lo anterior se cumple, siempre 

y cuando no se involucre una labor de creación de contenido ni 

interpretación de hechos o pruebas y, mucho menos, la solución de casos, 

y siempre y cuando haya una supervisión posterior por parte de algún 

funcionario o empleado de la Rama Judicial. 

 

 222. De esta forma, es de especial importancia que cuando el Procurador 

natural haga uso de herramientas de IA, para las funciones anteriormente 

definidas, se cumpla con los criterios de (i) responsabilidad, (ii) guarda del 

principio de legalidad y (iii) idoneidad. Además, no sobra advertir que 

tratándose de una materia que se caracteriza por un desarrollo 

permanente y veloz, la pertinencia de estas consideraciones debe 

valorarse en el tiempo, según la evolución que se produzca en los ámbitos 

de regulación normativa y, por supuesto, en el tecnológico.” (Subrayas 

fuera del texto original) 

 

Es decir, la Corte habilitó el uso de la IA la misma para labores que no implicaran 

creación de contenido ni interpretación de hechos o pruebas ni solución de casos. 

Reglas que evidentemente son desconocidas por la Escuela Judicial en la respuesta 

a los recursos interpuestos, conforme el rastro que acá se ilustró, lo cual sin lugar a 

dudas configura la causal de falta de motivación del acto administrativo, lo que debe 

llevar a tener por acertadas las preguntas cuestionadas con el recurso de 

reposición. 

 

COMPETENCIA. 

 

Honorables Jueces del Circuito, tal como lo ha definido el Consejo de Estado en 

varios pronunciamientos, de los cuales dos se anexan a la presente solicitud, nos 

encontramos frente a un asunto de carácter laboral, toda vez que en lo atinente a la 

connotación patrimonial de las controversias adelantadas a través del medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho cuando se pretende la anulación 

de actos administrativos expedidos en el trámite de concursos de méritos, la sección 

segunda del Consejo de Estado ha sostenido que entrañan carácter económico 

implícito21, toda vez que la aspiración a desempeñar un determinado empleo público 

incluye el correlativo deseo de recibir los salarios y prestaciones a este fijados22, 

sobre el particular, el alto Tribunal en providencia del 1 de julio de 2021 explicó: 

 

“Conviene precisar que, si bien es cierto, la providencia de unificación 

trascrita reglamentó lo relacionado con la competencia para conocer de 

los asuntos en los que se busca la inclusión en las listas de elegibles 

derivadas de los concursos de méritos adelantados por la Procuraduría 

General de la Nación, en la que se concluyó que dichas pretensiones sí 

 
21 Hay que tener en cuenta que debido a la demora de los procesos contenciosos administrativos, el pago de salarios y 
prestaciones sociales es una pretensión expresa de la demanda. 
22 Consejo de Estado (sección segunda), auto de 31 de octubre de 2018, expediente 110010325000201600718 00 (3218-
2016). 



 

 

conllevan un restablecimiento de contenido económico, también lo es que 

dicho pronunciamiento es extensible a todas las controversias derivadas 

de otros concursos llevados a cabo por las diferentes entidades estatales, 

puesto que la aspiración de ocupar cargos de carrera administrativa lleva 

consigo el deseo de percibir los emolumentos y las prestaciones sociales 

que acarrea su ejecución”23. 

 

Lo anterior nos permite concluir, sin mayor complicación, que para definir la 

competencia debemos acudir al numeral 3º del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011, 

norma que dispone lo siguiente: 

 

“3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter 

laboral se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron 

prestarse los servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se 

determinará por el domicilio del demandante, siempre y cuando la entidad 

demandada tenga sede en dicho lugar”. 

 

En el presente asunto, el convocante aspira ocupar el cargo de Juez Civil 

Municipal de Bogotá, lo que significa, que prestará sus servicios en la ciudad 

de Bogotá, y de acuerdo con lo establecido en el numeral 2º del artículo 156 

de la Ley 1437 de 2011, son competentes los Jueces Administrativos del 

Circuito de Bogotá, lugar donde se pretende prestar el servicio. 

 

Siendo así, no existe razón para interpretar que los Jueces Administrativos del 

Circuito de Bogotá no son competentes para conocer el asunto, más aún 

cuando la entidad pública demandada es la Rama Judicial, entidad que 

conforme a lo establecido en el numeral 8º del artículo 99 de la Ley 270 de 1996 

y el artículo 159 de la Ley 1437 de 2011 se encuentra representada por el 

Director Ejecutivo de Administración Judicial, quien tiene sede en Bogotá a 

través de su Dirección Seccional. 

 

No sobra aclarar, que a pesar de que se menciona en esta demanda a la 

Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, la misma no cuenta con representación 

legal, por ser un órgano que hace parte del Consejo Superior de la Judicatura 

(artículo 177 de la Ley 270 de 1996) este último que también debe ser 

representado por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial por ser parte 

de la Rama Judicial.    

 

CUANTÍA 

 

La cuantía se define de acuerdo con lo establecido en el artículo 157 de la Ley 1437 

de 2011, el cual señala que, en el medio de control de nulidad y restablecimiento 

del derecho, no podrá prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so 

pretexto de renunciar al restablecimiento. Por lo anterior, establezco la cuantía en 

 
23 Consejo de Estado (sección segunda, subsección A), auto de 1° de julio de 2021, expediente 11001-03-25 000-2021-00113-
00 (0613-21), C. P. Rafael Francisco Suárez Vargas 



 

 

$15.366.544 valor del salario mensual de un Juez Civil Municipal en nuestro país, 

suma que no supera los 50 salarios mensuales legales vigentes. 

 

Considero importante que la cuantía se establece en este valor por cuanto el 

perjuicio económico a la fecha de radicación de la demanda no se ha causado y 

como quiera que no es posible conocer con certeza la duración del proceso como 

cuantía se determina el primer sueldo que podría devengar el demandante una vez 

sea posesionado en su cargo. 

 

Se precisa que esta estimación en ningún momento debe limitar la reparación 

integral de la indemnización en el evento que se encuentre acreditado un 

mayor valor, como en el presente asunto que a la fecha no sabemos cuánto dure 

el proceso ni cuanto salarios se van a dejar de recibir, por lo que se solicita en el 

fallo se reconozcan todos los que al final se causen; esto en aplicación del principio 

de irrenunciabilidad de los derechos mínimos de los trabajadores establecido en la 

Constitución. Tampoco podrá ser tenida en cuenta para desconocer el principio de 

reparación integral del daño establecido en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, 

motivo por el cual solicito que esta estimación de la cuantía no sea tenida en cuenta 

para desconocer el restablecimiento del derecho solicitado. 

 

CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS DE PROCEDIBLIDAD 

 

Contra el acto acusado sólo procedió recurso de reposición, el cual no es obligatorio, 

conforme lo establecido en el artículo 76 de la ley 1437 de 2011, no obstante lo 

anterior, el demandante agotó dicho mecanismo de defensa en sede administrativa. 

 

Igualmente, con la presente demanda se presenta constancia del Ministerio 

Público, a través del cual se agotó el requisito de procedibilidad de la conciliación 

prejudicial. 

 

PRUEBAS 

 

Me permito adjuntar a la presente solicitud, los siguientes documentos para que 

sean tenidos y valorados como pruebas: 

 

1. Copia de los actos administrativos a demandar. 

 

2.- Copia del recurso de reposición interpuesto contra el acto administrativo que 

definió la calificación de mi poderdante. 

 

3.- Constancia de agotamiento de la conciliación 

 

4.- Documentos que acreditan la existencia y representación legal de los 

demandados 

 

5.- Acuerdo PCSJA19-11400 de 19 de septiembre de 2019 



 

 

 

6.- Documento Maestro 

 

7.- Auto decreta medida cautelar sobre prueba fase general radicado 11001-33-42-

047-2024-00353-00 

 

8.- Fallos de tutela de los Tribunales 

 

9.- Cronograma del curso de formación judicial 

 

10.- Resultados del estudio de tiempos procesales en la jurisdicción contencioso 

administrativo. 

 

11.- Estudios previos del contrato de consultoría a través del cual se formalizó la 

vinculación de la Unión Temporal Formación Judicial 2019. 

 

12.- Oficio EJO24-1602 del 10 de septiembre de 2024-1 y ANEXO 

 

13.- Tickets de respuestas de la Escuela frente al tema de lecturas obligatorias. 

 

14.- 2 providencias del Consejo de Estado que definen la naturaleza de los 

concursos como medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho de 

carácter laboral. 

 

15.- Syllabus y lecturas obligatorias 

 

16. Solicito que desde la admisión de la demanda se le exija a la Rama Judicial que 

cumpla con su deber de aportar al proceso judicial todos los antecedentes 

administrativos relacionados con la prueba de mí poderdante dentro de la subfase 

general del Curso de Formación Judicial, el cual debe contener el formulario de 

preguntas y de respuestas, *copia de los indicadores psicométricos para todas las 

preguntas que componían la evaluación sumativa en línea de la subfase General 

del IX Curso de Formación Judicial que fueron realizadas y todos los anexos del 

informe psicométrico Subfase General. Así como todas las peticiones radicadas y 

respondidas por la Escuela Judicial durante el curso de formación judicial. 

 

ANEXOS 

 

➢ Poder para actuar 

 

➢ Los documentos relacionados en el acápite de pruebas deben ser 

consultados en el pdf denominado pruebas y también en los pdf que pueden 

ser descargados del siguiente link: 

 

https://drive.google.com/drive/folders/1JsCfVnM-

rn5fWuVCjxdW0jB56jGr1e6D?usp=drive_link  

https://drive.google.com/drive/folders/1JsCfVnM-rn5fWuVCjxdW0jB56jGr1e6D?usp=drive_link
https://drive.google.com/drive/folders/1JsCfVnM-rn5fWuVCjxdW0jB56jGr1e6D?usp=drive_link


 

 

 

➢ Constancia de remisión de la demanda y sus anexos a la parte demandada. 

 

NOTIFICACIONES 

 

El suscrito y mi poderdante recibimos notificaciones en la carrera 5 # 10 – 63, Oficina 

815, Edificio Colseguros de Cali, correo electrónico 

juansebastianacevedovargas@gmail.com y en el Teléfono 3016684471. 

 

La convocada: Nación - Rama Judicial - Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial, en el correo  

desajbtanotif@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

La UNIÓN TEMPORAL FORMACIÓN JUDICIAL 2019 presidencia@edistribution.co   

 

UPTC  notificaciones.judiciales@uptc.edu.co , rectoria@uptc.edu.co  

 

Edistribution S.A.S presidencia@edistribution.co    

 

A la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado en la carrera 7 No. 75 – 66 

pisos 2 y 3 de Bogotá. Teléfono 2558955. procesos@defensajuridica.gov.co y 

notificacionesjudiciales@defensajuridica.gov.co 

 

Atentamente, 

 

 

JUAN SEBASTIAN ACEVEDO VARGAS     

C.C. 14.836.418 de Cali      

T.P. No 149.099  
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